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I. INTRODUCCION

Hasta 1969 la gran mayoría de los venezolanos estábamos 
acostumbrados a ver una estabilidad en el valor o, capacidad 
adquisitiva del bolívar; si una persona contrataba a un precio 
predefinido la construcción de un edificio, o la prestación de un 
servicio, si daba un préstamo de suma de dinero, o se obligaba a
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vender un objeto en el futuro, obtenía una contraprestación en 
dinero adecuada al valor de la prestación dada. El dinero repre­
sentaba una base de valor estable para medir las prestaciones 
de las partes en una relación contractual.

Esta supuesta estabilidad en el valor del dinero, está plas­
mada en el Código Civil donde se consagra el principio “nomi­
nalístico”, según el cual la obligación de pagar una cantidad 
de dinero1 es siempre la de restituir la cantidad numéricamente 
expresada en el contrato, independientemente del aumento o 
disminución en el valor de la moneda2. Así, el deudor de un 
préstamo de Bs. 20.000, sólo está obligado a pagar Bs. 20.000, 
independientemente del valor o poder adquisitivo del bolívar 
a la fecha del pago.

El principio nominalístico o numeralístico3, se extiende a 
todo negocio donde una parte se obliga a pagar una suma de 
dinero, incluyendo: el préstamo, la venta, el contrato de obras, 
el contrato de trabajo, el contrato de servicios; y el contrato de 
suministros periódicos.

El principio nominalístico está respaldado por el concepto de 
curso legal previsto en la ley de Banco Central4, y según la cual 
toda persona está obligada a recibir a la par y sin limitación al­
guna en pago de su obligación, los billetes o monedas de curso

1. La obligación de dinero también denominada obligación pecuniaria, se ha 
definido como aquella donde el deber jurídico queda concretado en una 
cantidad de múltiplos o submúltiplos, de una unidad monetaria cuya satis­
facción queda a cargo del obligado. G. KUMMEROW. La Dimensión del 
Débito Pecuniario en el Anteproyecto de Ley sobre Unificación de las 
Obligaciones Civiles y Mercantiles, publicaciones del Senado de la Repú­
blica, Caracas, 1968, pág. 31.

2. El artículo 1737 del Código Civil se refiere expresamente a la obligación 
que resulta “ del préstamo de una cantidad de dinero” . Sin embargo, tanto 
la doctrina extranjera como nacional correctamente ha extendido el prin­
cipio a toda obligación de dinero independientemente que derive del prés­
tamo. G. KUMMEROW, El Débito Pecuniario, pág. 37.

3. A. NUSSBAUM, Money in the Law National and International, Brooklyn, 
1950, pág. 17. NUSSBAUM, prefiere el término numeralístico como refe­
rencia a número de unidades en contraste con el principio metalístico; en 
lugar de nominalismo que es más una antítesis de realismo. La denomi­
nación más unlversalizada es nominalismo, como referencia al valor formal 
del dinero, en lugar de su valor intrínseco.

4. La circulación y curso legal de las monedas está regulado en Venezuela en 
los Artículos 76 y 89 inclusive de nuestra Ley de Banco Central, Decreto 570, 
Diciembre 1974, G .O . 1.711. Extraordinaria.
La presente Ley del Banco Central derogó la Ley de Monedas de 1941, 
reformada en 1954, y donde estaban congregadas las disposiciones relativas 
a la circulación monetaria.
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legal (L.B.C. Artículo 79 y 81) no pudiendo negarse a recibir 
“moneda legal” (billetes o monedas) so pena de ser penado con 
el triple de la cantidad cuya aceptación haya rehusado (L.B.C. 
Artículo 89). Tanto el principio nominalístico como el concepto 
de curso legal, protegen el orden monetario del Estado. El prin­
cipio nominalístico (C. C. Art. 1737) establece la inmutabilidad 
del valor de la moneda. Quien se obliga al pago de una cantidad 
de bolívares, cumple entregando la misma cantidad de bolívares, 
los cuales serán siempre los bolívares de curso legal, o sea los 
billetes o monedas emitidos por el Banco Central de Venezuela.

La aplicación del principio nominalístico en Venezuela hasta 
1969, representaba pocos problemas; el promedio ínter anual de 
la tasa de inflación en Venezuela entre 1964 y 1969 era del 1.8%B.

Con un promedio anual de inflación de 1.8% en un contrato 
donde el deudor se obliga a pagar a su acreedor la suma de 
Bs. 100 en un plazo de 360 días; la obligación se convertía para 
el acreedor “en términos del poder adquisitivo del bolívar”, al 
final de los 360 días, en Bs. 98.2, por lo cual el efecto sobre el 
derecho de crédito del acreedor, era insignificante. En promedio 
la tasa inter anual de inflación en Venezuela desde 1969, ha 
subido hasta un 12%°; Por lo cual el acreedor de un crédito de 
Bs. 100, que da a su deudor un plazo para la cancelación del 
precio, o un plazo para cancelación de un préstamo, en el momen­
to en que recibe el acreedor la suma ya no está recibiendo un 
valor de Bs. 98, sino que está recibiendo un valor o poder adqui­
sitivo, de Bs. 88. ,

El problema de ajuste en el valor real de bolívares, analizado 
en base a los índices generales de precios es menos grave que 
cuando la analizamos con índices particulares; así, tenemos el 
caso de tabacos y productos textiles donde en el primer semestre 
de 1978, sufrieron un incremento de un 35,8%, la tasa de incre­
mento en productos agropecuarios fue de un 6.2%. Por el con­
trario la tasa de incremento de precios de productos elaborados

5. Ver, Banco Central de Venezuela, La Economía Venezolana en los últimos 
treinta años, Caracas, 1971; basado en índices de precios al mayor, pág. 271. 
Los precios durante el período de treinta años entre 1940-1970 mostró un 
crecimiento medio anual de 2.9%. La Economía Venezolana, pág. 47.

6. Calculada sobre los índices de precios al mayor. Banco Central de Vene­
zuela, Informe Económico 1977; y Banco Central de Venezuela, Boletín 
Mensual, N? 416, Septiembre 1978, sección II.
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para el mismo período, fue de un 0.9%, y las tasas generales de 
precios al mayor de 5.8%7. Entre 1977 y 1978 el crecimiento en 
los índices generales de precios ha caído, reportando el Banco 
Central un incremento para el período de un año de agosto 1977 
y agosto 1978 de 5.8%8. Sin embargo, se continúa proyectando 
alzas algo más moderadas que las vistas hasta 1977, oscilando 
entre un 6% y un 8% Ínter anual9.

Con el esquema del desarrollo de precios y las pérdidas del 
poder adquisitivo de la moneda, existe una contradicción entre el 
principio nominalístico por el cual un bolívar vale siempre un 
bolívar, y la necesidad de que las partes en una relación contrac­
tual, puedan adoptar normas para ajustar sus prestaciones 
pecuniarias a las variaciones en el poder adquisitivo de la 
moneda.

Para corregir las prestaciones representadas en sumas de 
dinero de los desajustes provocados por la inflación, el derecho 
privado extranjero ha desarrollado las denominadas cláusulas de 
valor o cláusulas índices10. En estas, las cláusulas de valor, las 
obligaciones del deudor, ordinariamente representadas en una 
suma de dinero, se sujetan a mecanismos que permiten variar 
su monto por referencia a un valor no monetario, por ejemplo 
el valor de una mercadería o el valor del oro; o, a un índice

7. Banco Central de Venezuela, Boletín Mensual N? 416, septiembre 1978, 
sección II. 1.02.

8. Idem, sección I I .2.01.
9. A. F. MAZA ZAVALA, Consideraciones sobre el fenómeno inflacionario 

en Venezuela, revista de Control Fiscal N° 91, Octubre-Diciembre, Cara­
cas, 1978, págs. 61 y subsiguientes. El Dr. MAZA ZAVALA distingue tres 
etapas en la “ Historia de la Inflación de Venezuela” después de 1958; 
(i)  una primera etapa de inflación bastante moderada de 1958 a 1970 
con incrementos interanuales promedios no mayores de un 3 % ; (ii)  una 
segunda etapa de inflación relativamente acelerada entre 1971 y 1973; 
y  (iii) una etapa de inflación más acelerada entre 1974 y  1977, donde 
los promedios interanuales estuvieron entre un 10% y 20%. El Fenó­
meno Inflacionario, pág. 66. Hacia el futuro, el Dr. MAZA ZAVALA, pre­
dica una continua alza de precios, pero a un ritmo más moderado entre 
un 6% y 8% interanual. Algo menos optimista, el Profesor PEDRO PALMA, 
proyecta para el período 1979-1981, crecimiento en los índices anuales de 
precio, de dos dígitos bajos (entre 10% y 12% ). PEDRO PALMA, Trayec­
toria reciente y perspectivas de una economía Petrolera, Caracas, 1979.

10. Las cláusulas de valor también se denominan cláusulas índices, escala 
móvil, cláusulas de aseguramiento de valor, de estabilización, o correc­
tivos contractuales. Para un estudio sobre las denominaciones, ver infra, 
sección II (A ) . Todas estas denominaciones van en alguna forma a con­
tradecir el sentido formal, no real del nominalismo o numeralismo que 
rige las obligaciones de dinero.
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representativo de la pérdida del poder adquisitivo del dinero, 
como lo son los índices generales de precios.

A pesar de la importancia que han tenido las cláusulas de 
valor, su desarrollo ha sido casi totalmente producto del uso 
privado, no existiendo disposición alguna que las regule en la 
mayoría de los Códigos Civiles. Las cláusulas de valor se han 
conocido por más de doscientos (200) años. En 1780 los sueldos 
de los soldados norteamericanos al servicio de la comunidad de 
Massachusetts estaban sujetos a ajustes o alzas en función del 
aumento de precio de sus alimentos11.

En Venezuela, siguiendo el esquema tradicional del derecho 
civil, las obligaciones de dinero están reguladas únicamente por 
las disposiciones que consagran el principio nominalístico y el 
curso legal (C.C. Art. 1737, L.B.C. Artículos 76 al 89). No existe 
en nuestra estructura legal disposiciones que permitan interpretar 
para una prestación de dinero una obligación diferente de la que 
consagra que el valor del bolívar es siempre el bolívar. De aquí, 
que el afrontar la necesidad de proteger las relaciones contrac­
tuales contra las variaciones en el valor adquisitivo de la moneda, 
es necesario estructurar cláusulas o convenciones que permitan 
aplicar para una relación determinada una atenuante el princi­
pio nominalístico.

La Doctrina Inglesa12 distingue la necesidad de proteger el 
contrato contra variaciones o alteraciones en el valor externo de 
la moneda, y alteraciones en el valor interno de la moneda. Las 
alteraciones externas en el valor de la moneda son aquellas que 
se refieren al valor o paridad de cambio de la moneda local en 
relación con monedas extranjeras, ejemplo la paridad del bolívar 
con la libra esterlina.

Las cláusulas usadas para proteger las variaciones de valor 
externo son las cláusulas de moneda extranjera. Aún cuando las 
cláusulas valor moneda extranjera no crean propiamente, obli­
gaciones de valor, incluimos en este trabajo un estudio somero 
de las mismas por su importancia y uso generalizado (INFRA, 
sección VI).

11. J. D. GAGNIN, La Depreciation de L’Argent solutions en droit du travail 
Canadien, en trabajos de la Asociación Henri Capitant, Volumen XXIII, 
Istambul, 1973, pág. 406.

12. F. MANN, The Legal Aspects o f Money, Oxford 1971, pág. 124.
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Las alteraciones en el valor interno de la moneda son aque­
llas que se refieren a las variaciones en el valor de la moneda con 
relación a su propio poder adquisitivo independientemente, de 
las alteraciones de la moneda en mercados internacionales. Para 
proteger el contrato de sus variaciones internas se crean las 
cláusulas de valor, las cuales incluyen cláusulas índices esta­
dísticos, cláusulas mercaderías, como las cláusulas oro y trigo, y 
cláusulas costo real tan usadas en los contratos de obras y con­
tratos de ventas con entregas diferidas; y, las cláusulas de parti­
cipación usadas en los arrendamientos industriales y comerciales. 
A pesar de que las cláusulas de valor son más un producto de la 
prástica, tratamos en este trabajo, con cierta ayuda de la doctrina 
extranjera (especialmente la doctrina francesa y norteamerica­
na), de sistematizar un estudio sobre las mismas, así en la sección
II, después de definir las cláusulas de valor y determinar su 
naturaleza jurídica, estructuramos cuatro clasificaciones diferen­
tes aplicables a todo tipo de cláusula de valor; en la sección III 
se resume la estructura técnica de toda cláusula de valor. La 
sección III, aporta, asimismo a los problemas típicos que se 
presentan en la redacción de cláusula de valor.

La sección IV, algo más extensa que las demás, se dedica a 
las cláusulas de valor aplicadas a los cinco contratos donde más 
frecuentemente se presentan: la compra-venta, el contrato de 
obra, el arrendamiento, el contrato de trabajo y el contrato de 
servicio profesional. La sección V está dedicada a la discutible 
aplicación de las cláusulas de valor en el préstamo de dinero; y 
la sección VI se dedica al estudio de las cláusulas de valor clá­
sicas, o sea, las cláusulas mercaderías, las cláusulas oro; así como 
las cláusulas valor moneda extranjera.

SECCION II —  LA CLAUSULA DE VALOR

(A) D e f i n i c i ó n

La cláusula de valor se ha definido como el mecanismo que 
permite la variación del valor nominal de un crédito en dinero, 
por una referencia a un valor no monetario18. Como cláusula

13. G. L. PIERRE-FRANCOIS, La notion de dette devaleur en Droit Civil,
Essai D'Une Theorie, Paris, 1975, pág. 103.
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tiene que nacer de una convención entre las partes, por lo tanto 
el mecanismo es de carácter contractual. Además, es posible, y 
en muchos casos ocurre, que la cláusula de valor se fija sin que 
exista en el momento del nacimiento de la obligación, referencia 
alguna a un valor en dinero; así sucede con el llamado contrato 
al costo donde una parte se obliga a realizar un servicio o una 
obra en base al costo real en el cual debe incurrir. En el contrato 
al costo no existe valor nominal, o expresión en dinero de la 
obligación en el momento del nacimiento de la misma, el valor 
del crédito sólo se fija después que se ha incurrido en los costos 
correspondientes.

La doctrina ha dado diversas denominaciones a la cláusula 
de valor; así en la doctrina alemana, encontramos la denomina­
ción de cláusulas de aseguramiento de valor, o cláusulas de esta­
bilización14; definiendo las mismas como aquellas conforme a las 
cuales la cuantía de la deuda se expresa ciertamente en marcos 
alemanes, pero donde cada marco es calculado de acuerdo con el 
precio de una cantidad de oro, o de otra clase de mercadería15.

Algunos autores, se refieren a cláusulas índices16. El término 
cláusula índice puede conducir a interpretaciones erradas, ya que 
“connota” , el sentido de referencia a un “índice estadístico” , o 
expresión matemática, como lo es como caso típico, los conocidos 
índices de precios reportados por el Banco Central de Venezuela17.

Cierto que un sinnúmero de cláusulas de valor usan como 
valor de referencia los índices estadísticos, sin embargo es po­
sible la existencia de cláusulas valor sin referencias a índices

14. K. LARENZ, Derecho de Obligaciones, traducción Jaime Santos Briz, 
Madrid 1958, Tomo I, Pág. 182.

15. Idem, página 182. En Alemania, se debe observar que por decreto del 
gobierno militar se prohibió el uso de cláusulas de estabilización por el 
cual “ todas las obligaciones en R .M ., marcos renta, marcos oro, o mar­
cos serían pagaderas a su vencimiento mediante la entrega de su importe 
nominal en R .M .” , K. LARENZ, Idem.

16. En Francia, JEAN-PAUL DOUCET, L ’Indexation, París 1965, igualmente 
PIERRE-FRANCOIS, dette de Valeur, pág. 103. En Estados Unidos, 
KEIHT ROSSENN, Protecting Contracts fom Inflation, en “ The Business 
Lawyer” . Volumen 33, 1978, pág. 739. El Profesor ROSENN, sin embargo, 
utiliza cuatro categorías de cláusulas de valor: a) Cláusulas mercaderías; 
b) Cláusulas oro y plata; c) Cláusulas moneda extranjera, y d) Cláusula 
índice en un sentido estricto, donde el valor de la prestación va fijado a 
un índice de precio, o a un índice matemático. Ver infra (c ) ,  índice mate­
mático. También usa el término índice, el profesor NUSSBAUM, Money 
in the Law, pág. 299.

17. Ver boletín mensual del Banco Central de Venezuela, Sección II.
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como, las cláusulas valor mercadería entre ellas las cláusulas 
valor oro y trigo. El término cláusula índice ha sido adoptado 
por el legislador francés, al introducir en 1959 una reglamenta­
ción sobre el uso de las cláusulas de valor, o cláusulas índices en 
Francia18. Otros, hablan de las cláusulas de escala móvil10; el tér­
mino escala móvil ( “échelle mobil” ) aparentemente, fue adop­
tado inicialmente en Francia en 1920 por las asociaciones profe­
sionales para cláusulas ajustando sueldos a los incrementos de 
costo de vida20. El término escala móvil se considera como 
sinónimo de cláusula índice, y presenta el mismo defecto del 
término cláusula índice, cual es que conlleva el sentido de refe­
rencia a un valor matemático, abstracto, aplicable a un valor 
en dinero existente para el momento del nacimiento del contrato. 
Escala móvil y cláusulas índices no abarcan cláusulas de valor 
mercaderías, como cláusulas trigo, ni cláusulas valor moneda 
extranjera, asimismo no incluyen las cláusulas valor interno 
real, como las cláusulas costos.

En la Doctrina Francesa, Carbonier21 habla de cláusulas 
índices en sentido estricto, o cláusulas de escala móvil, que 
incluyen sólo los casos de cláusulas índices estadísticos, como 
las cláusulas ajustes en base a los índices generales de precios; 
y de las cláusulas índices en un sentido amplio que abarcan hasta 
las cláusulas especie, como cláusula oro.

18. Ordenanza 58-1374 de 30 de diciembre de 1958, y ordenanza 59-246 4 de 
febrero de 1959, posteriormente ampliada por Ley 70-600 de julio de 1970. 
Fundamentalmente las ordenanzas de 1958 y 1959, prohiben la indexación 
de obligaciones fundadas sobre los salarios mínimos profesionales, o sobre 
los índices generales de precios, o sobre el precio de productos que no 
tengan relación directa con el objeto del contrato o la actividad de las 
partes, ordenanza 59-246, artículo 14. El sentido de esta prohibición es 
que la indexación indiscriminada produce presiones adicionales sobre la 
inflación; criterio sostenido por muchos economistas durante la década 
de 1950, ver M. VASSEUR, French Monetary depreciation and methods 
used to remedy it, en Tulane Law Review, volumen X X X  (1953), pág. 78. 
Sobre las ordenanzas de 1958 y 1959, ver JEAN NOIREL, L’Influence 
de la depreciation monetaire dans les contrats de droit privé, en Influence 
de la depreciation monetaire sur la vie juridique priveé, estudios di 
rígidos por Paul Durand, París 1961, pág. 130.

19. Término empleado con mucha frecuencia en Francia, ver JEAN NOIREL, 
depreciation Monetaire, 130; JEAN PHILLIPE LEVY, “ Sliding Scale” 
or “ Indexatión”  Clauses in French Law. en The American University 
Law Review, volumen 16, pág. 35. En derecho del trabajo también es 
frecuente el uso del término escala móvil.

20. J. P. LEVY, Sliding Scale, pág. 38.
21. JEAN CARBONIER, Droit Civil, T. 3, Les bien, 8̂  Edición, París 1975, 

pág. 26.
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También se utiliza el término cláusulas ajustes, o correctivos 
contractuales22. Ambos términos asumen que existe un valor 
definido en dinero, que se va a ajustar o corregir, cuando pueden 
existir cláusulas de valor aplicables a relaciones donde al momen­
to del nacimiento de la obligación no existen ningún valor defi­
nido en dinero.

En este estudio nosotros estamos adoptando el término cláu­
sula valor por considerarlo omnicomprensivo. Cláusula de valor 
es toda fórmula negocial dirigida al ajuste del valor de una obli­
gación ordinariamente sujeta al principio de la rigidez del no­
minalismo, y donde el monto de la obligación va definida en 
relación a un “valor” de referencia, pero la misma se cumple 
convirtiendo el “valor de referencia”, en una suma, de dinero y 
pagando precisamente esta suma de dinero.

La cláusula de valor comprende: la cláusula índice estadís­
tico, o llamada por Carbonier23 cláusula índice en sentido estric­
to; la cláusula índice en sentido amplio, o cláusula especie o 
mercadería, así como la cláusula valor divisa o cláusula de valor 
moneda extranjera24.

(B) N a t u r a l e z a  d e  l a s  p r e s t a c i o n e s  e n  l a s  c l á u s u l a s  d e  v a l o r

Las cláusulas de valor dan lugar al nacimiento de una obliga­
ción de valor25. Como referimos en la definición de cláusulas 
de valor (supra A), éstas son el mecanismo, que permite la varia­

22. Así es Venezuela, G. KUMMEROW, el débito pecuniario, pág. 46. Tam­
bién se refiere el profesor KUMMEROW a términos como cláusulas mone­
tarias, cláusulas garantía, etc.

23. CARBONIER, Droit Civil, tomo 3, pág. 26.
24. Ver infra sección VI. A pesar de incluir las cláusulas moneda extranjera 

en este estudio de cláusulas de valor, nosotros consideramos que las cláu­
sulas valor moneda extranjera creadoras de obligación en moneda extran­
jera, no crean una -obligación de valor sino una verdadera obligación 
pecuniaria. Ver, JAMES OTIS RODNER, Obligaciones en Moneda Extran­
jera, Caracas, 1978, pág. 23.

25. “ La deuda de valor existe — según PUIG BRUTAU—  cuando lo debido 
es un valor, que en el momento de nacer la obligación no consiste en 
una determinada cantidad de dinero. En ellas el dinero no es propiamente 
el objeto de la prestación, sino el medio con el que se trata de lograr 
el resarcimiento de otro valor’’ , J. PUIG BRUTAU, Fundamentos de Dere­
cho Civil, Tomo I, Volumen II, Derecho general de las obligaciones, 
Segunda Edición, Barcelona, 1976, pág. 370. Las obligaciones de valor 
abarcan una gama amplia, incluyedo la obligación de resarcimiento de 
daños y perjuicios en las obligaciones de naturaleza extracontractual.
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ción del valor nominal de un crédito por una referencia no mo­
netaria; el efecto de crear contractualmente, una obligación va­
riable por referencia no monetaria, es el de crear en cabeza del 
deudor una obligación de valor26. La doctrina alemana plasma el 
sentido de la deuda de valor cuando crea un contraste entre ésta, 
y la obligación pecuniaria (obligación de suma de dinero): la 
obligación pecuniaria, deuda de suma de dinero está cristalizada 
en una expresión nominal, Bs. 100, Bs. 1.000, Bs. 10.000; la deuda 
de valor, si bien se cumple mediante sumas de dinero, no tiene 
por objeto el dinero, sino el valor que el dinero exprime27, así 
una persona que se obliga a pagar el valor de un kilogramo de 
oro, no se está obligando en el momento del nacimiento de la 
obligación, al pago de Bs. 38.08028 valor del oro a esta fecha; 
sino, a pagar en dinero el valor del kilogramo de oro a la fecha 
del pago. Por otro lado, la obligación del deudor en la cláusula 
de valor, no es de entregar el kilogramo de oro, sino el valor del 
kilogramo expresado en dinero a la fecha determinada.

La prestación del deudor en una obligación derivada de una 
cláusula valor, tiene cierta naturaleza híbrida entre las obliga­
ciones, de dar una cosa, y las obligaciones pecuniarias: por un 
lado el valor al cual se obliga el deudor está referido un objeto29, 
ejemplo un kilogramo de oro, el costo de una materia prima, 
el valor del cemento, tomando de las obligaciones de dar un bien 
determinado en su especie; pero no se cumplen mediante la en­
trega del objeto sino la entrega de sumas de dinero que, repre­
sentan el valor del objeto a la fecha correspondiente.

Esta conclusión, no es sin embargo universal; para un sector 
de la doctrina las obligaciones ajustables por cláusulas índices 
u obligaciones con cláusulas de valor, no son sino obligaciones 
de sumas de dinero u obligaciones pecuniarias. Otro sector en­
cuadra, correctamente en nuestra opinión, a las obligaciones de­
rivadas de la aplicación de cláusulas índices o cláusulas de valor 
a las obligaciones de valor.

26. Idem, supra.
27. PIERKE-FRANGOIS, Dette de Valeur, pág. 2.
28. Valor del oro calculado sobre el precio de Londres al 1 de marzo de 1979.
29. Cuando se usan índices estadísticos, como los índices de precios al mayor 

reportados por el Banco Central, la referencia no es directamente a una 
cosa, bien o servicio. Sin embargo, los índices de precios se elaboran en 
base a valores de cosas, bienes o servicios.
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1. La Cláusula valor como creadora de una obligación 
pecuniaria

Un sector de la doctrina francesa niega que el concepto de 
deuda de valor se pueda extender a las obligaciones ajustadas 
por el uso de cláusulas índices (cláusulas de valor). Así, se afirma, 
que la obligación con cláusulas índices no son una obligación 
de valor sino, una obligación pecuniaria, donde el dinero desde 
el momento del nacimiento de la obligación, esta tanto “in 
obligationem” como “in solutionem”, pero donde el monto de 
dinero se revaloriza por la referencia a un índice externo30. La 
doctrina alemana trata la cláusula valor como una variación o 
ajuste a una obligación pecuniaria, la obligación es pecuniaria, 
pero el monto de dinero es calculado con referencia a una can­
tidad de carbón o centeno31. La jurisprudencia norteamericana 
al tratar las cláusulas de valor en el préstamo de dinero, niega 
su validez por considerar que un ajuste al valor nominal de 
la moneda sería una negación a curso legal (ver infra sección, V), 
adoptando así la concepción de que la obligación derivada de 
una cláusula de valor, es una verdadera obligación de dinero y 
no una obligación de naturaleza propia.

En Venezuela el profesor Kummerow, sostiene que las cláu­
sulas de escala móvil son correctivos contractuales de las obliga­
ciones pecuniarias32. Así la obligación del deudor derivada de 
un contrato con una cláusula de ajuste, será una obligación de 
pagar una suma determinada de múltiplos o submúltiplos de 
una cantidad de dinero, la cual podrá ajustarse en beneficio 
del acreedor, y en base a un índice o referencia a valores 
externos o propios del contrato.

30. En este sentido P. MALAURIE, cursos de doctorado 1971-1972, citado 
por PIERRE FRANCOIS, Dette de Valeur, pág. 104. En un sentido simi­
lar CARBONIER, Droit Civil, T. III. Pág. 26, afirma que la cláusula 
de indexación nace de la obligación monetaria.

31. K. LARENZ, Derecho de Obligaciones, T. I, pág. 181. Sentido confir­
mado por A. NUSSBAUM, Múltiple Currency and Index ciauses, en 
University of Pennylvania Law Review, Volumen 84 (1936), pág. 595, 
NUSSBAUM, usa a veces el término pago en dinero.

32. KUMMEROW, El Débito Pecuniario, pág. 46. Así, afirma el profesor 
KUMMEROW, que los correctivos contractuales (cláusulas de valor), se 
han querido estudiar las convenciones, incluidas en los débitos de dinero, 
cuyo objeto tiende a garantizar la correspondencia de la moneda con un 
valor, KUMMEROW, Idem.
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La conclusión más generalizada es que las prestaciones naci­
das de la aplicación de cláusulas de valor, o cláusulas índices, 
son variantes de las obligaciones pecuniarias.

La primera consecuencia de tratar las obligaciones nacidas 
de la aplicación de una escala móvil como obligaciones de dinero, 
es que se les aplique el principio nominalístico. Si las obliga­
ciones del deudor nacidas de un contrato con una cláusula de 
escala móvil son obligaciones de dinero, la validez de la cláusula 
dependerá de la naturaleza de orden público del principio no­
minalístico (C.C. Artículo 1737) (Ver infra, sección V).

Más grave es la consecuencia apuntada por nuestra doc­
trina33, que la cláusula de escala móvil podría llevar a una 
violación del decreto de represión contra la usura34. Según el 
decreto de represión contra la usura, constituye delito de usura 
el establecimiento de intereses para el préstamo de sumas de 
dinero, superiores al doce por ciento (12%) anual35. Si la obli­
gación del deudor es una obligación de dinero, y mediante la 
aplicación de una cláusula índice, la suma de dinero que se 
obliga a entregar el deudor se incrementa en más de un doce 
por ciento (12%), se podría técnicamente, alegar que se está 
violando el decreto de represión contra la usura36.

33. KUMMEROW, El Débito Pecuniario, pág. 70.
34. Decreto 247 de 1946. Igualmente se regula la usura en Venezuela en la 

Ley de Protección al Consumidor, G .O . 1.680 (1974). Art. 6.
35. Según el decreto de represión contra la usura constituye delito de usura 

el préstamo de dinero en el cual se estipule, o de alguna manera se 
obtenga, un interés que exceda de uno por ciento (1 % ) mensual, Decreto 
247, 1946, Art. 1., único aparte. Según la Ley de Protección al Consu­
midor, constituye delito de usura el obtener, en toda operación de crédito
o de financiamiento, interés por encima del máximo fijado por el Banco 
Central de Venezuela. Ley de Protección al Consumidor. Art. 6. Ver aparte.

36. Conclusión a la cual han llegado los tribunales norteamericanos, cuando 
en un préstamo de dinero, se establece una cláusula valor, y  el deudor 
queda obligado a devolver por concepto de intereses y por incremento 
de valor una suma mayor que la permitida en la ley contra la usura. 
Ver infra, sección V.
En todo caso, en Venezuela, es discutible la aplicación del decreto de 
represión contra la usura, a aquellos casos donde la obligación no nace 
de un préstamo de dinero. El lenguaje utilizado en el decreto es el de 
‘ ‘préstamo de dinero”  (decreto 247, Art. 1 ), así se podría salvar la 
validez de la escala móvil para contratos de obra, contratos de sumi­
nistro y  similares. Pero, la Ley de Protección al Consumidor es más 
amplia en su alcance, abarcando toda operación de financiamiento, inde­
pendientemente que nazca de un préstamo de sumas de dinero.
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2. La Cláusula de Escala Móvil como creadora 
de una verdadera obligación de valor

La obligación del deudor en un convenio con cláusula de 
escala móvil o cláusula índice, no es una obligación pecuniaria 
sino una verdadera obligación de valor. El deudor no debe al 
acreedor una suma de dinero, sino un “valor” referido o fijado 
por los índices escogidos, el cual se cumple mediante el pago 
de una suma de dinero. De aquí se afirma que, el objeto de la 
prestación del deudor es el poder adquisitivo del valor de refe­
rencia37. Ciertamente, la prestación del deudor en la obligación 
derivada de la cláusula de valor, vive entre dos extremos: el 
índice o valor de referencia, y el dinero. La prestación del deu­
dor no es la del objeto o valor de referencia, así en una obli­
gación en base al valor trigo, el deudor no entrega el trigo sino 
el valor del trigo; a su vez la obligación, en el momento de su 
nacimiento no es una obligación de dinero, ya que no está cris­
talizada en una cantidad de múltiplos de una unidad monetaria, 
el quantum de dinero debido no está determinado38. Por lo cual 
el dinero no está “in obligationem”, sino únicamente “in solu- 
tionem”89. Una vez que se aplica el índice o valor de referencia, 
la obligación de valor se renueva, desatándose de su medida 
de valor primario y transformándose en una deuda de dinero40.

C) C l a s e s  d e  c l á u s u l a s  d e  v a l o r

Las cláusulas de valor se pueden clasificar en cuatro clases 
diferentes: según su relación o no, con las prestaciones de .as 
partes en el contrato las cláusulas de valor pueden ser internas 
o externas; según la naturaleza del valor de referencia pueden

37. PIERRE-FRANCOIS, Dette de Valeur, pág. 106.
38. PIERRE-FRANCOIS, Idem.
39. P. RAYNAUD, Curso de Doctorado 1964-1965, citado por PIERRE-FRAN­

COIS, pág. 107.
40. Según PIERRE-FRANCOIS, pág. 110, ocurre una novación, o cambio de 

objeto en la obligación de valor. Se debe observar, que desatada la obli­
gación de valor de su objeto de referencia, y definida en una suma de 
dinero, así porque ya se han convertido en bolívares, los kilogramos de 
uro de referencia, pase a comportarse como una obligación pecuniaria.
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ser matemáticas o estadísticas, cláusulas especie, y cláusulas 
costo real; según su aplicación, tanto para ajustes positivos o 
negativos, pueden ser recíprocas o unilaterales; y según tengan 
una referencia en dinero en el momento del nacimiento de la 
obligación, se habla de cláusulas abiertas, o cláusulas de ajuste.

El primer lugar, la cláusula valor puede ser externa o 
interna. La cláusula externa es aquella donde los ajustes pro­
vienen de elementos externos o extraños, a la relación contrac­
tual, como sería un ajuste que se base en los índices generales 
de precios al mayor.

Los ajustes internos son aquellos que provienen de elemen­
tos internos del contrato o, más propiamente, a valores propios 
de las prestaciones de las partes en el contrato; por ejemplo, 
un vendedor que se obliga a suministrar cauchos, establece 
un ajuste en base a los precios al mayor de cauchos en el mer­
cado, para las fechas de cada entrega.

En segundo lugar, se habla de cláusulas matemáticas o cláu­
sulas estadísticas, y cláusulas especie o cláusula mercadería. 
Las cláusulas matemáticas refieren la prestación del deudor 
a índices o promedios, reportados generalmente en publicacio­
nes oficiales, y que no responde necesariamente al valor una 
cosa específica, bien o servicio. Así, los índices de los precios 
generales al mayor reportados por el Banco Central de Vene­
zuela. Las cláusulas mercaderías, o cláusulas especie, por el 
contrario, se refieren al valor de determinado objeto, ejemplo 
el valor del oro, el trigo, carbón o centeno.

Además de las cláusulas mercaderías existen las denomi­
nadas cláusulas de valor real, las cuales se refieren al valor 
real de las prestaciones de una de las partes contratantes, asi 
el contrato al costo. En la cláusula al costo, la referencia no 
es a un valor matemático, separado de la relación contractual, 
como lo es el índice de precios; a su vez, tampoco se refiere 
a un valor de un bien, como el oro, sino a una mezcla de bienes 
y servicios que forman parte del contrato. (Para un estudio 
sobre la estructuración de la cláusula costo, ver infra, sección 
IV, A).

Ya sea la cláusula interna o externa, esta puede ser flotante 
o bilateral, o unilateral. En la cláusula flotante o bilateral, se 
permiten ajustes positivos y negativos en el contrato, por ello
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se han denominado cláusulas recíprocas ya que ambas partes 
aprovechan las variaciones; y, las cláusulas que sólo permiten 
ajustes positivos, denominadas unilaterales, ya que sólo favorecen 
al acreedor.

Finalmente, las cláusulas de valor se presentan en forma 
de cláusula abierta, o sea donde no existe ninguna referencia 
a una suma de dinero en el momento del nacimiento del con­
trato; o como una cláusula de ajuste donde la obligación del 
deudor está cifrada en una cantidad de dinero, ajustable por 
la aplicación de algún índice. Cláusula de valor abierta típica 
es el contrato de obra al costo (ver infra, sección IV); cláusula 
de ajuste se presenta cuando existe una referencia monetaria 
inicial, así un precio mínimo o base en la compra-venta.

Estas cuatro clasificaciones se pueden entremezclar, así 
existen cláusulas externas, matemáticas o de especie, y recí­
procas unilaterales; así como cláusulas internas, matemáticas 
o de especie, recíprocas o unilaterales. Además, de servir estas 
clasificaciones para identificar claramente la naturaleza de la 
prestación del deudor, responde en muchas jurisdicciones a limi­
taciones legales que se establecen a la libertad de contratai 
cláusulas de valor. Por ejemplo, en Francia, después de 1959, 
se prohibió el uso de cláusulas de valor externas, o sea todas 
aquellas que no tengan una relación directa con el objeto, 
propósito, actividad o conducta de las partes en el contrato41.

1. Cláusula de ajuste externo o interno

La distinción entre cláusulas internas y externas ha sido 
desarrollada fundamentalmente en Francia a partir de 1959. 
En 1959 se prohibió en Francia, el uso de cláusulas de valor 
extrañas (externas) a la relación contractual; o sea, cláusulas 
donde el valor de referencia (o índice usado), no tenía relación 
alguna con el objeto o la actividad de las partes en el contrato; 
en contraste con las cláusulas internas las cuales se relacionan 
con el objeto o la actividad de alguna de las partes.

El fin de esta distinción era el de evitar subidas en las pres­
taciones derivadas de un contrato que no tuviera como funda­

41. Ordenanza 59-246, Art. 14, ver supra, cita 18.
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mentó alguna de las actividades propias derivadas del propio 
contrato; evitando, al prohibir la cláusula de valor extraña, 
acelerar los precios más de lo necesario para proteger a los 
contratantes.

Usando una cláusula externa, las partes especulan en base 
a posibles variaciones favorables en el valor de referencia esco­
gido, el cual, en muchos casos, no tenía nada que ver con la 
situación concreta de los contratantes. Por ejemplo, un suplidor 
de maquinaria que usa una cláusula valor oro, no está buscando 
una protección a posibles alzas en los costos de la producción 
de una máquina, sino que especula con el valor del oro en el 
mercado.

a) Cláusulas externas: Las cláusulas externas, son aquellas 
que tienen una referencia extraña a las prestaciones de las par­
tes en el contrato. Las fórmulas típicas de cláusulas externas 
son las referencias a las variaciones de los precios al mayor 
y precios al detai reportados por el Estado. En los índices exter­
nos las prestaciones varían independientemente, de que se pro­
duzca un aumento o variación de las contraprestaciones en el 
contrato.

El propósito fundamental de las cláusulas de ajustes externos 
es el de conservar el poder adquisitivo del dinero que recibe el 
acreedor en el momento del pago. Si la pérdida de poder adqui­
sitivo del dinero se refleja en los índices generales de precios, 
al aplicar éstos a la obligación del deudor, el poder adquisitivo 
de la suma recibida se conservaría inalterado.

En la cláusula externa el ajuste en la obligación, procede 
independientemente de que el equilibrio contractual haya sido 
afectado y del grado de afectación del mismo; así, es posible 
que un suplidor de materiales importados no tenga desajustes 
en sus gastos y costos y, sin embargo, si establece un ajuste 
en la contraprestación de su deudor en base a los cambios en 
ios índices generales de precios al mayor en su plaza, puede 
gozar de una modificación favorable en sus precios.

Igualmente, es posible que el ajuste que provoque la cláu­
sula externa no compense al acreedor, por ejemplo si los mate­
riales utilizados por el acreedor en la ejecución de sus contra­
prestaciones sufren un aumento superior a los índices externos 
utilizados en la cláusula valor.
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En Venezuela se pueden usar como índices externos (al 
contrato) los ajustes con relación a los precios al mayor, o 
precios al detai reportados por el Banco Central de Venezuela.

El Banco Central de Venezuela reporta mensualmente varia­
ciones en los niveles de precios a nivel de productor, a nivel 
de mayorista y niveles generales de costo de vida42.

Asimismo, el Banco Central reporta los índices de costo de 
vida para el área metropolitana de Caracas, Maracaibo, Valen­
cia, Mérida, Puerto La Cruz, Barcelona y Ciudad Guayana43.

Los índices del Banco Central responden a cuatro catego­
rías fundamentales: Indices de precios de productor, los cuales 
a su vez se subclasifican en diez categorías de acuerdo a la 
actividad o naturaleza del proceso productivo44; Indices de pre­
cios al mayor, los cuales se agrupan en nacionales e importados, 
y en trece subgrupos45; Indices de precios de costo de vida, los 
cuales a su vez se reparten para seis áreas geográficas diferen­
tes46; y los índices de precios de costo de vida reportados en 
cuatro sub agrupaciones47.

No existe ningún principio que obligue el uso de los ín­
dices reportados por el Banco Central de Venezuela, pero, cier­
tamente constituyen para las partes en la relación contractual, 
una garantía de imparcialidad en la determinación del ajuste 
correspondiente. Es perfectamente posible, que un deudor ajus­
te su obligación en base a los incrementos de costo de vida en 
el área metropolitana, de acuerdo a un peritaje que se practique 
por tercera persona, y no por el Banco Central.

Apuntamos el caso reciente reportado en la prensa local, del 
Banco Central de Brasil donde para los efectos de dar una apa­
riencia favorable en los incrementos de costo de vida, se alegaba

42. Boletín mensual del Banco Central de Venezuela, Sección II.
43. Boletín mensual, Sección II. 3. Costo de Vida.
44. Boletín Cuadro II. 1 .0 .1 . Las categorías incluyen: productos alimenticios, 

tabacos y bebidas; textiles; productos de madera; productos de papel im­
prenta y editoriales; productos químicos, caucho y  plástico; minerales 
no metálicos; metálicos básicos; fabricación metálica; y otros.

45. Boletín mensual, Sección I I .2. Los subgrupos de precios al mayor tienen 
una clasificación diferente que los precios al productor.

46. Boletín mensual, Sección I I .3.
47. Boletín mensual, Sección I I .3.01. Además del índice general, se reporta: 

alimentos, bebidas y tabacos; vestidos y calzados, gastos del hogar; y 
gastos diversos.
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que el Banco había adulterado los ajustes correspondientes en los 
índices reportados en más de un 15%48. Ciertamente es posible 
que el Banco Central de Venezuela por ejemplo, por el uso de 
fórmulas que se puedan considerar equivocadas, reporte índices 
de aumentos generales de precios diferentes a los que hubieran 
resultado de la aplicación de otras fórmulas, o de un peritaje48bis.

Desde el punto de vista contractual, la escogencia de un 
índice reportado por el Banco Central de Venezuela no puede 
entrar nunca al análisis de la veracidad del índice escogido. Así 
no podrá alegar el deudor o el acreedor, que la fórmula em­
pleada por el Banco Central de Venezuela o, que los precios 
reportados por el mismo, no responden a la realidad de los 
aumentos generales en el área metropolitana. El índice escogido 
debe operar de forma matemática, y el hecho de que las partes 
se hayan subordinado a un índice oficial implica por su parte 
la pre-escogencia del método de estimación49. Una vez fijada la 
fórmula, y la publicación en la cual se reporta el índice corres­
pondiente, no pueden las partes pretender someter la aplicación 
del índice a un peritaje.

Además de los índices matemáticos como son los reportados 
por el Banco Central de Venezuela, son cláusulas de valor 
externas igualmente, todo índice que no tenga una relación con 
la conducta contractual. En Europa, así como en muchos países 
de América Latina, se usan como índices externos los índices 
especie (infra sección VI), como los índices oro y moneda 
extranjera.

(b) Cláusulas de ajuste interno: Las cláusulas de ajuste 
interno son aquellas donde la obligación del deudor se ajusta 
de acuerdo con las variaciones de valores que tienen relación 
con el objeto o, la actividad de una de las partes en la relación 
contractual80. Así en un contrato de suministro de materiales, 
el comprador se compromete a pagar un precio determinado en

48. El Universal, Junio 1978.
48 bis. Existen verdaderas dudas sobre la veracidad de los índices de precios 

reportados por el Banco Central de Venezuela. El profesor TT2DRO PALMA 
apunta, que los productos en la cesta utilizada por el Banco Central para 
calcular las tasas de inflación tienen sus precios regulados, o están subsi­
diados. P. PALMA, Perspectivas de una economía, páginas 11 y 30.

49. Las partes quedan sujetas al índice escogido por aplicación de la fuerza 
misma del contrato C .A . Art. 1159.

50. CARBONIER, Droit Civil, Tomo III, pág. 27.
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bolívares, el cual será ajustado en base al precio de los mismos 
materiales, al mayor.

Los índices internos van dirigidos de manera directa o in­
directa, a uno de los objetos de las prestaciones en el contrato. 
A su vez pueden ir referidos a valores reales de la contrapres­
tación del acreedor, o a referencias que indirectamente, se 
refieren a las prestaciones del acreedor. Un caso típico de 
cláusula índice interno son las condiciones generales de con­
tratación para la ejecución de obras públicas51. Bajo las con­
diciones generales de contratación, el contratista puede pedir 
aumento o modificaciones en los precios unitarios de las obras 
contratadas, en base a los aumentos efectivamente pagados por 
el contratista por concepto de salarios, prestaciones sociales, 
así como aumentos efectivamente incurridos en los precios y 
los materiales de construcción utilizados en las obras52. El pro­
pósito de las condiciones generales de contratación, es permitir 
únicamente las variaciones de precios cuando el contratista 
realmente haya incurrido en un aumento de costo en la adqui­
sición de materiales o equipos o aumento de costo de obra, 
superior a los costos en mano de obra o aumentos de equipos 
existentes para la fecha de la contratación. Observamos, si ha 
habido un aumento de costo con la aplicación de las condiciones 
generales de contratación, pero el contratista no ha incurrido en 
el referido aumento de costo, los ajustes correspondientes no 
serán procedentes. Así si el contratista ha adquirido con anterio­
ridad cierta maquinaria y equipo y luego para la fecha de la en­
trega o instalación en la obra, ese tipo de maquinaria o equipo ha 
sufrido un aumento no será procedente las variaciones de precio, 
si el aumento no ha afectado directamente al contratista. En 
el caso de las condiciones generales de contratación de la admi­
nistración pública, la Contraloría puede practicar en los libros 
del contratista, los exámenes y revisiones e inspecciones nece­
sarias dirigidas a determinar si realmente, el contratista en 
el caso concreto, ha sufrido o incurrido en los aumentos que

51. Condiciones generales de contratación para la ejecución de obras, Decreto 
2.189, de Junio 1977, G .O . 2.089, Extraordinaria, 28 de Septiembre 1977, 
extensivas a los contratos de la Administración Pública. Sobre aplicacio­
nes de las condiciones generales, ver igualmente infra Sección IV, B, 
el Contrato de Obra.

52. Condiciones generales, Art. 55.
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considera como base para pedir los ajustes en su relación 
contractual53.

El efecto del índice real es que el deudor de la obligación 
no estará obligado a sufrir un incremento en la estimación 
inicial del valor de su prestación sino, en aquellos casos en que 
el contratista haya realmente, incurrido en un incremento de 
costo.

Los índices internos pueden ir referidos a valores gené­
ricos de materiales o prestaciones que forman parte del 
objeto de la relación contractual, pero que no necesariamente 
han sido incurridos por parte del cocontratante. Así como 
ejemplo, en las condiciones generales de contratación de la 
cámara de ascensores54, se aplicarán ajustes a las contrapresta­
ciones del adquirente, en todos aquellos casos en que los mate­
riales importados o materiales nacionales hayan sufrido un 
incremento de costo. En la aplicación de las condiciones 
generales de la cámara de ascensores, la cláusula índice es 
aplicable independientemente que el vendedor compruebe que 
de su parte ha habido para ese contrato en particular, un 
incremento en el costo real de su contraprestación. Así por 
ejemplo, un suplidor de ascensores si ha habido un incremento 
por parte de su casa matriz o su exportador, en ciertas o deter­
minadas piezas, podrá aplicar el nuevo valor de las piezas, 
independientemente de que las piezas realmente utilizadas en 
la obra hayan sufrido incremento; es posible que el suplidor 
de piezas haya utilizado piezas adquiridas con anterioridad 
a la fecha del incremento.

2. Cláusula matemática; Cláusula especie; Costo real

Las cláusulas matemáticas o estadísticas son aquellas que 
usan como valor de referencia índices generales. Los índices 
generales, o valores estadísticos por excelencia en Venezuela 
son los reportados por el Banco Central de Venezuela (supra
1.a). Las cláusulas matemáticas son cláusulas externas porque

53. Condiciones generales, Art. 57.
54. Condiciones generales de venta aprobadas por la Cámara Venezolana de 

la Industria de Ascensores (afiliada a Fedecámaras), Caracas, 1976.
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el índice no tiene una relación directa con el objeto, o los 
sujetos de la relación contractual.

La mecánica de las cláusulas matemáticas es relativamente 
sencilla; el deudor se obliga a pagar al vendedor una suma 
determinada de dinero (valor base) el cual se ajusta en base 
a la variación porcentual correspondiente al índice escogido 
para el período escogido. Asumamos una obligación de Bs. 100 
ajustable de acuerdo a la variación anual del costo de alimentos, 
y bebidas para el área metropolitana; para el mes de diciembre 
si la obligación tiene un valor base de Bs. 100 es necesario su­
marle el ajuste, siendo la variación del valor de bebidas en el 
área metropolitana de 7%55 el precio o la prestación será igual 
100 +  (100 . (.07) =  107.

En la cláusula especie en contraste, la obligación del deudor 
va definida en relación al valor de determinada especie o cosa; 
así el deudor que se obliga a pagar al acreedor el valor de 100 
Kg de trigo (para el funcionamiento de la cláusula especie, ver 
infra, sección VI).

La fórmula usual de representar la cláusula de valor es­
pecie es, definido en la obligación del deudor en relación a un 
cierto número predefinido de unidades de determinada especie, 
así tantos kilogramos de trigo, toneladas de carbón, onzas de 
oro, plata, platino, quintales de café. Dentro de las cláusulas 
especie se incluyen igualmente, las cláusulas valor moneda ex­
tranjera (infra sección VI), aún cuando técnicamente las cláu­
sulas valor moneda extranjera no crean una obligación de valor, 
sino una obligación pecuniaria.

Las cláusulas especie pueden ser internas o externas, depen­
diendo si la especie de referencia forma parte del objeto o la 
actividad de una de las partes en la relación contractual (Ver 
supra l.b). El valor especie es interno en el contrato de arren­
damiento de fincas rústicas en España, donde la renta se fija 
en base a una determinada cantidad de trigo56. Por el contrario, 
la cláusula especie es externa, o sea no relacionada con la con­

55. Aumento de los alimentos y bebidas reportados por el Banco Central 
para el período Diciembre 1977, Diciembre 1978. Boletín mensual N? 419, 
Diciembre 1978.

56. PUIG BRUTAU, Derecho Civil, Tomo IV .2. pág. 392. Ver infra Sección
IV .C .



84 JAMES OTIS RODNER

ducta objeto de la actividad de una de las partes, cuando se 
arrienda un inmueble urbano en base al valor del oro, o del 
dólar norteamericano.

Dentro de las cláusulas especie existen las llamadas cláu­
sulas costo, o valor real57. Observamos que, en la cláusula es­
pecie, aún en los casos de especies internas, existe sólo una apro­
ximación al valor de la contraprestación de una de las partes, 
pero es posible que no se presente el valor real de las mismas. 
Así, ciertamente que el valor del trigo tiene en España una 
relación con el valor de una finca agrícola, pero es posible 
que el trigo no sea la única cosecha de la finca, o que existan 
otros elementos que afecten el costo de una cosecha determina­
da, por ejemplo, porque en un año determinado tuvieron que 
comprar un tractor; por lo cual una cláusula de canon valor 
trigo no representa el valor real de la contraprestación que 
está dando el arrendador.

En la cláusula que usa un valor real, o cláusula costo se 
tendrá que analizar los valores de todas las partidas que com­
ponen las contraprestaciones de las partes en el contrato (sobre 
o extensión y aplicación de cláusulas costos ver infra sección IV).

3. Cláusulas de ajuste recíproco o unilateral.

La cláusula de reciprocidad es aquella donde las partes 
pueden aprovechar tanto un ajuste positivo, como un ajuste 
negativo; así si el valor de referencia baja, el deudor aprovecha 
plenamente de esta baja, si el valor sube, como ocurre ordina­
riamente, el valor de la prestación sube. La doctrina considera 
que la equidad hace suponer que, la cláusula de reciprocidad es 
sobreentendida, salvo convención en contrario58.

Cláusula de variación positiva o unilateral es aquella donde 
únicamente se aplica la cláusula para elevar el precio o contra­
prestación, si el valor de referencia baja la cláusula no se 
aplica. En efecto, la cláusula positiva se aplica únicamente, en 
beneficio del acreedor, o sea es de aplicación unilateral.

57. Ver infra Sección IV .a .
58. DOUCET, L’Indexation, pág. 193.
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Como un subtipo de la cláusula positiva, se habla de la 
cláusula de variación mínima. La cláusula de variación mínima 
es aquella que no produce efecto de manera automática sino a 
partir de determinado nivel o valor59.

En la cláusula variación mínima, se usa un valor o precio de 
referencia mínimo, el cual debe alcanzarse para que opere la 
cláusula. De hecho la cláusula de variación mínima sirve como 
un mecanismo de protección por el cual sólo se suben los 
valores si los precios de referencia sobrepasan determinado 
valor. Así, en las condiciones generales de contratación de la 
administración pública, únicamente podrá reconsiderarse el pre­
cio del contrato cuando el mismo haya sufrido un aumento 
superior a] 5% del valor originalmente contratado60.

4. Cláusula abierta, y  cláusula de ajuste, o cláusula con 
precio mínimo.

En la cláusula abierta el monto de la obligación del deudor 
a la fecha del nacimiento del contrato no tiene una referencia 
definitiva en suma de dinero. Ejemplo típico es el caso de los 
contratos al costo, donde aún cuando se haya estimado el monto 
del contrato, los valores en dinero no son definitivos hasta tanto 
el acreedor haya incurrido en los costos correspondientes. En 
un sentido similar en las cláusulas especies, así en una cláusula 
donde el deudor se obliga a pagar el valor del trigo a una 
fecha determinada, hasta que se cumpla el término, no es posi­
ble fijar el valor en dinero de la obligación del deudor, ya que 
el índice no tiene existencia hasta que se cumpla la misma. 
En los casos de cláusulas abiertas, hasta tanto se haya cumplido 
la fecha fijada para la aplicación del índice el deudor no 
podrá ser puesto en mora por el deudor, y así por consecuencia 
no puede en estas obligaciones el acreedor exigir el pago anti­
cipado de la obligación, ni pretender que el deudor reembolse 
intereses moratorios.

Las cláusulas de valor ajuste se presentan en los contratos 
con precios mínimos, así un contrato de venta con un valor 
predefinido en dinero Bs. 1.000/unidad pero sujeto a un ajus­

59. DOUCET, L’Indexation, pág. 192.
60. Condiciones generales de contratación, Art. 52.
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te positivo de acuerdo con los índices de costo de vida. En la 
cláusula con precio mínimo tenemos una mezcla de obligación 
en dinero, equivalente al valor mínimo expresado en dinero 
(Bs. 1.000, en el ejemplo) y una obligación valor, que corres­
ponde a la aplicación del índice correspondiente.

Sección III — ESTRUCTURA TECNICA DE LAS CLAUSULAS  
DE VALOR

La cláusula índice determina el objeto de la prestación 
del deudor para lo cual se debe definir de manera clara la 
fórmula o índice aplicable, y la fecha correspondiente de apli­
cación. Además, es necesario asegurarse que el objeto de refe­
rencia no sea contrario al orden público, se encuentre suficien­
temente definido para que la prestación del deudor sea perfec­
tamente determinable61, y no debe estar sujeto a la sola volun­
tad de una de las partes. Asimismo, es necesario preveer, al 
estructurar la cláusula de valor, la posibilidad de que aún cuan­
do se haya escogido un índice perfectamente válido y existente, 
para la fecha de su aplicación el índice no esté vigente; de que 
el deudor de la prestación de valor antes de la fecha corres­
pondiente, quiera anticipar su pago al acreedor; y el problema 
relativo a la aplicación de un régimen de intereses a las presta­
ciones que el deudor debe al acreedor tanto en caso de que el 
deudor esté en mora o retardo en el pago de su prestación, 
así como antes de la mora.

A. I n d ic e  a p l i c a b l e

Desde un punto de vista práctico el índice escogido debe 
estar redactado de manera sencilla para que los contratantes 
entiendan con claridad su extensión y la forma de aplicación 
del índice.

61. Así se cita el caso del uso en Brasil de fórmulas matemáticas para correc­
ciones en los contratos de arrendamiento, que llegaron a ser tan compli­
cados que era imposible para los arrendadores como para los arrendatarios 
calcular el canon de arrendamiento aplicable sin la contratación del ser­
vicio de un abogado para cada caso de aplicación. Ver ROSEN, Protecting 
contracts from inflation, página 744.
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Además el índice debe ir dirigido a las condiciones concre­
tas de la relación contractual62; así, un contrato para la entrega 
de ciertos productos metálicos debe en la práctica, ir dirigido a 
algún índice que tenga relación con los aumentos de precios 
o costos en la producción del tipo de producto metálico.

Independientemente de la simplicidad o complejidad del 
índice utilizado, o la relación interna o externa, no es posible 
que el índice esté sujeto totalmente a la voluntad del deudor 
de la obligación de valor, un índice cuyo cálculo o forma de 
aplicación esté sujeto enteramente a la voluntad del deudor 
equivaldría a sujetar el nacimiento de la obligación a una con­
dición puramente potestativa del deudor que en nuestro derecho 
se reputa como una obligación nula63.

El objeto de referencia en el índice o valor no debe ser 
contrario al orden público64. Así no pude utilizarse como índice 
el valor en el comercio a la fecha del pago de algún objeto que 
ha sido retirado del comercio por ejemplo, el valor aplicable 
para la compra de ciertos y determinados tipos de armas; así 
como en ciertos países no es válido el uso de cláusulas índices 
que tengan referencia al valor en el mercado negro de moneda 
extranjera65.

Por otra parte en la mayoría de los contratos, un índice 
se puede referir perfectamente a la estimación del valor de 
determinada prestación por un perito66, pero, es válido en 
ciertos contratos, un índice que simplemente se refiera al justo 
valor de un objeto. El uso del justo precio como referencia al 
valor de la obligación del deudor, hace nulo el contrato en el 
caso de la compra venta así como, con el contrato de la obra67. 
En Venezuela no existe disposición legal que regule la forma de 
aplicación de las cláusulas de valor; por lo cual el uso de las 
mismas emana exclusivamente de la convención entre el acree-

62. Se aboga el uso de índices internos en lugar de índices externos. ROSSEN, 
idem. Ciertamente, el índice interno va a producir menos efectos adversos, 
desde el punto de vista de presión sobre los precios en general.

63. Código Civil, Artículo 1.202. Ver ELOY MADURO LUYANDO, Manual 
de Obligaciones, Caracas 1975, Secciones 524 y 526.

64. Ver MADURO, Obligaciones, secciones 907 al 910.
65. DOUCET, L ’Indexation, página 188. El mismo efecto es casi universal, 

en todo país con un sistema de control de cambio, así ver decreto 444, 
Estatuto Cambiario Colombiano.

66. Ver infra sección IV (a ) .
67. Ver infra secciones IV (a ) y (b ) .
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dor y el deudor. Siempre y cuando, el objeto o valor de refe­
rencia no sea contrario al orden público, y el mismo sea deter­
minable.

La jurisprudencia francesa, ha dado al Juez la capaci­
dad de reconsiderar que el índice o valor escogido por las 
partes, por considerar que no era apropiado para la relación 
entre ellas. La corte de Lion en un contrato donde se había 
escogido como cláusula el valor de ciertos bonos del estado, 
procedió a modificar la aplicación del referido índice utilizando 
una experticia de perito para determinar exactamente el alza 
en el costo de la vida88. La filosofía aplicada por el Tribunal de 
Lion, era que el índice escogido por las partes, en el caso con­
creto el valor de determinados bonos del Estado en el mercado, 
no era un índice apropiado para ajustar las obligaciones co­
rrespondientes del deudor; y, considerando que la intención de 
las partes realmente era la de transformar la obligación del 
deudor en una verdadera indemnización del valor real de la 
cosa dada en arrendamiento, procedió el Tribuna] a nombrar 
un perito para que determinara el valor del aumento del costo 
de la vida69. Ciertamente, este criterio en nuestra opinión es 
errado, y no será aplicable en Venezuela donde no existe ningún 
fundamento legal para modificar lo que las partes convencio­
nalmente han escogido como fórmulas o cláusulas para el ajuste 
de sus contraprestaciones70.

Ya hemos señalado que los índices escogidos pueden ser 
internos o externos, o sea extraños a la relación contractual; 
índices matemáticos, índices genéricos o valor mercadería, y 
costo real; sí como, cláusulas de ajuste recíplroco, o unilaterales 
(supra sección II. C.).

En principio, cualquiera de estas categorías es aplicable 
a un contrato, pero en la práctica tipos específicos de índices 
se aplican a determinadas relaciones, así la cláusula costo real 
es típica del contrato de obra y la venta con entregas diferidas71.

68. JDOUCET, L’Indexation, páginas 188 y  189.
69. Idem.
70. En Venezuela el derecho común establece en principio, la libertad con­

tractual, Artículo 1.159 C .C . Esta libertad sólo está limitada en determi­
nados tipos de contratos, así en el contrato de arrendamiento de predios 
rústicos no se permite la estipulación por la cual el arrendatario se 
obliga a entregar el arrendador una parte de los frutos de la finca. 
Ver infra sección IV (c ).

71. Ver infra sección IV (a ) y (b ).
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B . F e c h a  de  a p l ic a c ió n

Las cláusulas índices pueden ser estructuradas convencio­
nalmente para ser aplicadas de manera sucesiva o periódica, 
o para ser aplicadas de una sola vez. Las aplicaciones de fechas 
sucesivas ocurren cuando el deudor está obligado a pagos perió­
dicos. En estos casos, la aplicación de la cláusula de ajuste o 
cláusula valor, se hará en la fecha correspondiente, fijada por 
las partes para cada pago periódico; para cada aplicación del 
índice la obligación del deudor se convertirá en una obligación 
de suma de dinero; una vez aplicada para una cuota determi­
nada de la obligación del deudor, esa porción de la obligación 
del deudor se convierte en una obligación pecuniaria.

Si las partes no han fijado expresamente la fecha en la 
cual se debe hacer la aplicación correspondiente al ajuste (como 
sería, por ejemplo, los índices reportados de variación en los 
costos de los productos agropecuarios por el Banco Central en 
su boletín del mes tal), no necesariamente, queda indetermi­
nado la obligación del deudor. Es posible que el índice a pesar 
de que no tenga una fecha determinada pueda ser determinado 
por las condiciones particulares de un contrato específico. Cier­
tamente, si de la falta de determinación de la fecha de aplica­
ción, es absolutamente imposible fijar el índice correspondiente, 
la obligación será nula por ausencia de objeto72, lo cual parece 
difícil de suceder.

Si las partes no han fijado expresamente la fecha de aplica­
ción del ajuste correspondiente, debemos distinguir si el índice 
que estamos aplicando es externo a la relación contractual, o un 
índice interno pero de aplicación matemática, o si el índice se 
refiere al costo real.

Si el índice se refiere a variaciones generales reportadas en 
publicaciones periódicas, así por ejemplo, los índices reportados 
en el Banco Central, por analogía, la doctrina francesa aplica 
el principio utilizado para la determinación de la fecha de cam­
bio en las obligaciones en moneda extranjera73.

En las obligaciones en moneda extranjera si las partes no 
han fijado las tasas de cambio aplicables, se utilizará como

72. MADURO, Obligaciones, secciones 906 y siguientes.
73. DOUCET, L’ indexation, página 180.
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norma de derecho común en Venezuela la (Ley del Banco Cen­
tral, Art. 79), la paridad existente entre la moneda extranjera 
y el bolívar para la fecha del pago74.

En el caso de aplicación de cláusulas índices se puede exten­
der por analogía, el mismo principio. Así, si las partes no han 
fijado expresamente para qué fecha será aplicable el índice, 
éste será el vigente para la fecha en que el deudor pague la 
obligación al acreedor.

Posponer la fecha de aplicación del índice hasta la fecha 
del pago puede representar para el deudor una ventaja, ya que 
la obligación hasta el momento en que se haya aplicado el 
índice correspondiente, no es una obligación de sumas de 
dinero sino una obligación de valor; por lo tanto, únicamente 
estará sufriendo el deudor las variaciones correspondientes a 
las variaciones de precios, y no podrá el acreedor exigir ade­
más de la variación del precio, el pago de los intereses corres­
pondientes por el retardo por parte del deudor (ver infra, E).

Si la fecha de pago no ha sido fijada, ésta corresponderá 
a la fecha en que el acreedor se haya obligado a cumplir su 
contraprestación a favor del deudor. En la compra-venta, nues­
tro Código Civil establece, que si no se ha establecido nada 
respecto a la fecha en la cual el comprador está obligado a 
pagar el precio, éste deberá pagarlo en la época en que debe 
hacerse la tradición (C.C. 1.528). Principio que se puede exten­
der perfectamente, por analogía, a otros contratos.

En el caso de índices internos dirigidos a los valores reales 
de la contraprestación del deudor el índice será aplicable en la 
fecha misma en que el acreedor contraparte de la relación con­
tractual, haya incurrido realmente en el costo. Así en un con­
trato de suministro de ciertos tipos de materiales eléctricos 
si se establece que el deudor estará obligado a reconocer los 
aumentos reales en que haya incurrido el acreedor en el pre­
cio de los materiales suministrados, la fecha en la cual deberá 
tomarse en consideración el ajuste es la fecha en que el acree­
dor haya incurrido realmente en el costo correspondiente, que 
sirve como base para el ajuste de la contraprestación del deudor.

74. JAMES OTIS RODNER, Obligaciones en Moneda Extranjera, página 37 
y siguientes.
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Esta conclusión necesariamente nos lleva a pensar correc­
tamente, que en el caso del ajuste de cláusulas internas refe­
ridas al valor real, o sea aquellas que están dirigidas a los costos 
en que realmente ha incurrido la otra parte, la transformación 
o novación de la obligación del deudor de una obligación de 
valor a una obligación pecuniaria, ocurre precisamente en el 
momento en que el acreedor haya incurrido en los costos nece­
sarios para prestar su contraprestación.

C. A u s e n c i a  s o b r e v e n id a  d e l  ín d i c e

Si para la fecha del nacimiento de la relación negocial, el 
índice escogido por las partes no existe, la obligación es nula 
por ausencia de objeto; la ausencia proviene de la indetermi- 
nabilidad de la prestación del deudor75. Así ocurriría por ejem­
plo, en una obligación que haya sido fijada en esta fecha en 
base a las variaciones de los índices de precios de costo de la 
vida en la ciudad de Barquisimeto; según los boletines del 
Banco Central de Venezuela; éste no reporta índice de precios 
para la ciudad de Barquisimeto.

Un caso diferente y mucho más complejo, es cuando des­
pués del nacimiento de la obligación el índice escogido por las 
partes en la relación contractual ha desaparecido. Así por 
ejemplo, si las partes han escogido como referencia los índices 
de precio reportados por el Banco Central de Venezuela para 
la ciudad de Valencia, y con posterioridad el Banco Central 
de Venezuela para la fecha correspondiente de aplicación del 
índice o para la fecha del pago, ha dejado de reportar los índi­
ces correspondientes a los costos de vida en la ciudad de 
Valencia.

La tendencia en la jurisprudencia francesa ha seguido apa­
rentemente dos caminos diferentes: por una parte, algunos 
tribunales durante la segunda guerra declararon nulo por impo­
sibilidad del objeto, ciertos contratos que estaban fijados sobre 
índices cuya publicación fue descontinuada después de comen­
zar las hostilidades en 1939. Por otra parte, ciertos tribunales 
consideraron que el ajuste o la fijación de la obligación del 
deudor, por la ausencia correspondiente de los índices debido

75. MADURO, Obligaciones, secciones 906 y siguientes.
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a la cesación de ciertas publicaciones oficiales, podía ser sus­
tituida perfectamente mediante una experticia practicada por 
perito76.

Una solución práctica en caso de ausencia de índice, es que 
las partes en el momento de la celebración del contrato hayan 
escogido un índice sustituto. Así para el caso de que no exista 
índices generales de precios en la ciudad de Valencia, se uti­
lizarán aquéllos de la zona metropolitana. Escogido un índice 
sustituto, éste será perfectamente aplicable a falta del índice 
primario77; el índice sustitutivo es simplemente una referencia 
alternativa78 para la determinación del objeto de la prestación 
del deudor, perfectamente válida si ha sido prevista en el 
momento del nacimiento de la relación contractual.

Evidentemente, más difícil es el problema cuando las par­
tes en el momento del nacimiento del contrato, no han escogido 
un índice sustitutivo. En caso de ausencia sobrevenida del 
índice primario, se pueden concluir: o que el contrato es nulo 
por imposibilidad del objeto; o por el contrario, que la ausen­
cia de índice no fue prevista por las partes como una causa 
para anular el contrato; la verdadera intención de las partes 
era el provocar un ajuste y que a falta del índice primario 
escogido, y no existiendo un índice subsidiario, éste puede ser 
perfectamente sustituido por la estimación mediante valora­
ción del perito. Parece equitativo concluir que, la valoración 
del perito puede perfectamente sustituir la voluntad de las 
partes en aquellos casos donde el precio estaba basado en una 
referencia que, para el momento del cumplimiento de la obli­
gación, ha desaparecido79. Sin embargo, a esta conclusión apa­
rentemente equitativa, debe objetarse que, realmente en el 
momento de la desaparición del índice, no va a ser necesaria­
mente la tasación de los peritos lo que va a restituir el valor 
que hubiera realmente aparecido en el caso de que el índice 
hubiera sido reportado. Más aún, la estimación o experticia 
realizada por perito para el caso de muchos índices es prác­
ticamente imposible, así cuando se usa cláusula genérica (ver

76. ROSSEN, Protecting contracts from inflation. Página 745.
77. DOUCET, L’ indexation. Página 204.
78. No constituye una obligación alternativa donde el deudor puede escoger 

entre dos prestaciones diferentes, ya que, existiendo el índice primario, 
el deudor no puede escoger el índice sustitutivo.

79. Criterio acogido por parte de la doctrina francesa, DOUCET, idem.
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infra Sección VI) y la referencia se hace a una mercadería 
que ha salido del comercio; la valoración de un perito estima 
el valor que haya tenido esa mercadería para la fecha corres­
pondiente del pago de la obligación del deudor.

En nuestra opinión80, la ausencia del índice escogido por 
las partes tienen por efecto la imposibilidad del objeto; así, 
si se escoge un índice que ya no es reportado oficialmente, 
o se usa una cláusula especie, y la especie correspondiente 
ha salido del comercio, la convención es nula por imposibili­
dad del objeto; siendo el efecto aunque en algunos casos poco 
equitativo, retrotraer las partes al momento del nacimiento 
la relación contractual.

D. P a g o  a n t i c ip a d o  u s o  d e  o f e r t a  r e a l  y  d e p ó s i t o

El término en los contratos donde la obligación del deudor 
está fijada en referencia a un valor, o sea donde convencional­
mente la obligación del deudor es una obligación de valor y 
no una obligación pecuniaria, está fijada no solamente en bene­
ficio del deudor81, sino igualmente está fijada en beneficio del 
acreedor; no puede el deudor de una obligación cuyo valor 
está fijado o determinado en base a un índice de precio pre­
tender anticipar el pago de su obligación. El objeto de la pres­
tación del deudor puede estar predefinido mediante la referen­
cia de un precio mínimo, pero deberá ajustarse en beneficio del 
acreedor; quien en el contrato al costo, debe incurrir en primer 
lugar, en los costos correspondientes y gastos para el cumpli­
miento de su contraprestación.

Igualmente, la obligación del deudor no está sino hasta 
el momento o tiempo escogido para la aplicación del ín­
dice correspondiente, determinado en una suma de dinero. 
En las obligaciones de valor (ver supra sección II), la obliga­
ción del deudor es la de pagar una suma de dinero, cuyo “quan­

80. A un criterio similar parece llegar un sector de la doctrina francesa, 
ver D0UCET, idem. La doctrina francesa llega a la nulidad de la con­
vención, fundada en el artículo 1.172 del Código Civil francés (Artículo 
1.200 del Código Civil Venezolano), donde se establece que es nula toda 
obligación sujeta a una condición suspensiva imposible.

81. El Código Civil presume que el término está establecido en beneficio del 
deudor, a no ser que el contrato o de otras circunstancias, resultare 
puesto a favor del acreedor o de ambas partes. C .C . Artículo 1.214.
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tum” no está definido en el momento del nacimiento de la 
obligación, por lo tanto hasta el momento de la aplicación del 
índice correspondiente, la obligación del deudor no es una 
obligación de pagar una cantidad líquida de dinero. De aquí 
que el deudor de una obligación sujeta a la aplicación de 
una cláusula de valor, no puede anticipar el pago a su acree­
dor ni podrá en ningún caso, utilizar el procedimiento de 
oferta real y depósito. El Código Civil exige entre otros, para 
que el deudor pueda utilizar el procedimiento de oferta real 
y depósito, que estemos frente a una obligación de pagar una 
cantidad determinada de signos monetarios, y que la obligación 
sea exigible para el momento del uso del procedimiento de 
oferta real y depósito (C.C. Artículo 1.307). Por lo tanto, hasta 
el momento en que sea aplicable o se haya aplicado el índice 
correspondiente, no puede el deudor anticipar el pago. Sin 
embargo, una vez que el índice haya sido aplicado, el deudor 
puede perfectamente utilizar el procedimiento de oferta real 
y depósito, aplicando para la convención en cada caso concreto, 
el índice existente para el momento del depósito de la suma 
de dinero en el tribunal.

E. I n t e r e s e s  e n  l a s  c l á u s u l a s  d e  v a l o r

Los intereses se han definido como la prestación accesoria 
de pagar una cantidad en general de manera reiterada, que 
corresponde a quien disfruta de un capital ajeno en proporción 
a su cuantía, y sin alterar la cuantía de la obligación principal82. 
Así definido, el interés corresponde a un porcentaje fijo (o tasa 
de interés) de una suma determinada (o capital) por un período 
de tiempo83.

82. PUIG BRUTAU, Derecho Civil, Tomo I, V. 2. Página 390.
83. Fórmula de interés simple donde: 

i: monto de interés en dinero.
C: Monto capital, 
r : tasa de interés, 
t : tiempo.

r t
i =  C X ------- X -------

100 360
Tomado de Financal Hand Book, New York, 1968.
Los cálculos de intereses son evidentemente más complejos; en muchos 
casos las tasas de intereses son ajustados periódicamente, así en los 
intereses flotantes. Luego los intereses usan tasas anuales basadas en años 
de 360 días.
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El concepto de valor extendido al cálculo de interés, se 
presenta en dos formas: primero, en lugar de utilizar una tasa 
de interés fija para un período determinado, se puede usar 
una tasa de interés variable, o sea una tasa que se va ajustando 
en intervalos dentro del mismo período. Esta es la llamada tasa 
de interés variable o flotante, que trataremos al estudiar las 
cláusulas de valor en el préstamo de dinero (infra, Sección V). 
En segundo lugar, asumiendo una tasa de interés fija, el monto 
capital, mediante la aplicación de una cláusula de valor, puede 
variar durante el período de cálculo del interés, por lo cual el 
interés ya no corresponderá a un porcentaje de un monto capi­
tal fijo (predefinido al principio del período), sino a un por­
centaje de un monto variado, o modificado por la aplicación 
de una cláusula de valor84.

La aplicación de interés a montos de capital variable pre­
sentan tres problemas diferentes: 1) El interés sobre un capi­
tal variable contradice la definición tradicional de intereses 
como un porcentaje de un capital predefinido. Cuando el inte­
rés se aplica a una obligación nacida de una cláusula de valor, 
se está aplicando no una suma determinada de dinero, sino una 
suma determinable, y el monto del interés, no podrá determi­
narse sino hasta el momento en que el valor se convierta en 
una suma de dinero. 2) En segundo lugar, es discutible, si la 
aplicación acumulativa de intereses y cláusulas de valor puede 
constituir delito de usura; especialmente, cuando de la aplica­
ción de la cláusula de valor, más el monto de intereses, hacen 
que la obligación original se haya variado en más de un 12%. 
3) En tercer lugar, se ha discutido la aplicación de intereses

81. Existen múltiples fórmulas para calcular intereses sobre montos variables. 
Entre otros, el monto de intereses se pueden multiplicar por el multipli­
cador del índice (cláusula de valor) usado. El multiplicador del índice se 
puede expresar en la forma (1 +  1), donde I es la expresión decimal del 
monto de variación porcentual ocurrida en el período correspondiente. 
Así, si se aplica como índice la variación del costo de vida en Caracas, 
y ésta es de un 5.8% el multiplicador será igual a (1 +  .058). La com­
binación del multiplicador de valor con los intereses, se logra multiplicando 
ambos factores: (1 + 1) (1 +  i) . El multiplicador (1 +  i) representa 
el monto de intereses aplicables. Así, si la tasa de interés es de 8% , 
se reduce a una expresión decimal (1 +  0.08).
Con una tasa de valor 5.8% y una tasa de interés de un 8%, para un 
período determinado, la aplicación acumulativa de ambos factores, asu­
miendo un valor base de Bs. 100, será: 100 (1 +0.058 (1 + 0 .0 8 ) =  114.26. 
Tomado de Indexation of Financial Assets, OECD (Organización para 
el Desarrollo Económico), París 1975, páginas 46 y siguientes.
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moratorios que tienen como propósito la compensación del 
daño por el retardo en el cumplimiento de una obligación85, 
simultáneamente con la aplicación de una cláusula de valor. 
En estos casos, se ve una doble compensación por el daño 
sufrido por el acreedor, por una parte el reajuste de la obliga­
ción por la aplicación de la cláusula de valor, y en segundo 
lugar el pago de intereses moratorios.

1) Intereses sobre cantidades indeterminadas de dinero

El artículo 1.745 de nuestro Código Civil permite expresa­
mente la estipulación de intereses por el préstamo de dinero, 
frutos u otras cosas muebles. Dicha disposición no se opone 
en definición, a la estipulación de intereses variables o de inte­
reses sobre montos variables. El artículo 1.745 del Código Civil 
está copiado textualmente del artículo 1.905 del Código Civil 
Francés. En la doctrina y jurisprudencia francesa, se afirma 
que en el artículo 1.905 del Código Civil Francés (artículo 1.745 
del Código Civil Venezolano), no existe ningún principio de 
derecho que se oponga a la estipulación de intereses progresi­
vos86, ya sea que éstos resulten de una tasa progresiva, o de 
un capital fluctuante.

Nuestra propia doctrina nacional, con un enfoque algo dife­
rente al de la doctrina francesa, ha discutido la aplicabilidad de 
intereses, ya sea moratorios, convencionales o correspectivos87 
a cantidades ilíquidas de dinero. En este sentido, los intereses 
correspectivos o compensatorios tradicionalmente, se aplican 
a cantidades determinadas de dinero (capital fijo), pero nada 
se opone a que los mismos sean igualmente, extensivos a can­
tidades no líquidas, pero perfectamente determinables para la 
fecha del cómputo de los intereses88.

Como hemos señalado supra, las obligaciones de valor no 
son propiamente obligaciones pecuniarias en el momento de

85. Los daños y perjuicios resultantes del retardo en el cumplimiento de una 
obligación que tiene por objeto una cantidad de dinero consisten siempre 
en el pago del interés, Código Civil, Artículo 1.277.

86. DOUCET, L ’Indexation, página 191.
87. G. KUMMEROW, Esquema del daño contractual resarcible según el sis­

tema normativo venezolano, Caracas 1964, páginas 86 y siguientes.
88. G. KUMMEROW, idem. Debemos observar que el profesor KUMMEROW 

se refiere específicamente al caso de intereses moratorios.
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su nacimiento, sino obligaciones híbridas que están definidas 
en un valor, pero que se cumplen mediante una suma que se 
determina a la fecha del cumplimiento de la obligación. Lo que 
sucede cuando se aplican intereses a montos no determinados 
de dinero, es que el valor en bolívares de los intereses aplica­
bles, no podrá definirse, sino hasta el momento en que la 
obligación sea liquidada en dinero, o sea hasta que la misma 
se convierta de valor a dinero.

2) ¿Constituye usura la aplicación acumulativa de intereses 
y  una cláusula de valor?

Se ha discutido si la aplicación acumulativa de intereses 
y cláusulas de valor, puede constituir usura cuando de la apli­
cación de los ajustes, más el monto de intereses, resulta el deu­
dor obligado a pagar una suma superior al 12% del valor de 
la suma a la cual originalmente se había obligado. De nuevo, la 
doctrina así como la misma jurisprudencia francesa, se han 
pronunciado a favor de la aplicación acumulativa de una cláu­
sula de valor y una estipulación de intereses89. En efecto, afirma 
la doctrina francesa, los intereses tienen una existencia jurídica 
propia, diferente del sobre valor nominal que resulta de la 
aplicación de la indexation o cláusula de valor correspondiente, 
y la cual no puede tomarse en consideración para determinar 
si la obligación del pago de intereses está en violación o no 
de los decretos o de las normas comprensivas del delito de 
usura.

La usura en Venezuela está definida como el cobro de in­
tereses por encima de un determinado porcentaje definido*0. 
Cuando el monto de los intereses se calcula como un porcentaje 
de un valor no monetario, si el valor incrementa, el monto 
total de los intereses a pagar incrementa, pero el porcentaje 
que esos intereses representan dentro del valor, queda fijo. Se 
observa que en la estructuración de los decretos contra la usura, 
no se prohíbe el ajuste del valor de las obligaciones a sus valo­
res reales, lo que se prohíbe es la estipulación de un porcentaje 
determinado por encima del límite permitido legalmente.

89. DOUCET, L’Indxation, ídem.
90. Decreto de Represión contra la Usura, Artículo 1.
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3) Aplicación acumulativa de intereses moratorias y  
cláusulas de valor

Finalmente, se discute si las cláusulas de valor se pueden 
aplicar acumulativamente con intereses moratorios. Nuestro Có­
digo Civil establece que, a falta de convenio, en las obligaciones 
que tiene por objeto una cantidad de dinero, los daños y perjui­
cios resultantes del retardo en el cumplimiento consisten siem­
pre en el pago de interés legal salvo disposiciones especiales 
(C.C., artículo 1.277). Cuando un deudor es condenado al pago 
de intereses moratorios por el retardo en el cumplimiento de 
su obligación, y simultáneamente le es aplicado una cláusula 
de reajuste, se podría pensar que el deudor está compensando 
dos veces al acreedor por el retardo en el cumplimiento de su 
obligación. Así, se podría afirmar que dar intereses y reajustes 
es igual a dos compensaciones para el acreedor fundados en la 
misma causa91.

Este problema discutido en la jurisprudencia y doctrina ar­
gentina, ha sido resuelto en el sentido de permitir la aplicación 
acumulativa de las cláusulas de reajuste y de las cláusulas 
de intereses. Para la jurisprudencia argentina no existe super­
posición de indemnizaciones. La cláusula de valor va dirigida 
al restablecimiento del poder adquisitivo del contra valor en­
tregado por el acreedor, cuando la cláusula de intereses va diri­
gida a una retribución a favor del acreedor por el uso de su 
capital82.

En la Argentina al igual que en Italia las obligacio­
nes de dinero se pueden reajustar a su valor real, en el 
caso de una demora en el cumplimiento de la obligación por 
parte del. deudor. El Código Civil italiano permite condenar 
al deudor en el caso de retraso en el cumplimeinto de la obliga­

91. TRIGO REPRESAS, FELIX, citado por G. DE WENDY, Depreciación 
Monetaria, Buenos Aires. 1977. Página 271.

92. DE WENDY. La Depreciación Monetaria, página 272; “La Jurispruden­
cia ha resuelto de manera reiterada — afirma DE W ENDY—  que no 
existe supersición de indemnización si se fijan  intereses a una deuda 
revaluada, ya que mientras una se refiere al valor adeudado (principal), 
la otra corresponde a la privación del uso del capital” , idem. Como argu­
mento adicional, se afirma que no existe razón para colocar al deudor 
de una cantidad ilíquida en una posición más favorable (no pagar inte­
reses por retardo), que el deudor de una suma líquida, P. CAZEAUX y
F. TRIGO REPRESAS. Derecho de las obligaciones. 2* edición, V. I. 
Buenos Aires, 1976, página 822,
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ción, al pago de los intereses y al pago de cualesquiera otros 
daños que se le hayan causado al acreedor93. Por el contrario, 
en Venezuela el artículo 1.277 del Código Civil ha sido inter­
pretado por nuestra doctrina de manera estricta: no puede 
acumularse en el caso de obligaciones de sumas de dinero, daños 
distintos al pago del monto de los intereses convencionales o 
legales según el caso94.

En Venezuela, debemos distinguir dos situaciones diferen­
tes. Si un deudor está en mora del cumplimiento de una obli­
gación y el valor de esa obligación estaba “ab initio” sujeta a 
una cláusula de ajuste o cláusula de valor, el acreedor evidente­
mente porque es parte del contenido de la prestación contrac­
tual, podrá pedir que el monto, de la obligación sea reajustada 
de acuerdo a la aplicación del índice correspondiente; e igual­
mente, y en vista de que una vez que sea aplicado el reajuste 
la obligación se convierte en una obligación de suma de dinero, 
el acreedor podrá pedir la aplicación de los intereses moratorios 
que le son debidos por el retardo (C.C., artículo 1.277). Obser­
vamos que, ordinariamente la fecha de aplicación de una cláu­
sula de valor es antes del momento del pago o a la propia fecha 
del pago, por lo cual cuando el acreedor acude a los órganos 
jurisdiccionales del estado a pedir el cumplimiento forzoso de 
la obligación, ya estaría convertida la misma, de una obligación 
de valor a una obligación de dinero, y nada se opone a que en 
ese momento estén corriendo sobre ese valor ya definido de 
dinero, intereses moratorios a la tasa legal o convencional que 
se haya fijado.

Diferente es el caso donde no habiendo fijado el acreedor 
y el deudor en el contrato original una cláusula de valor, pre­
tenda el acreedor además del cobro de los intereses moratorios, 
el reajuste de la obligación por la pérdida de su valor. En este 
caso no estamos frente a una cláusula de valor si no frente al 
problema del resarcimiento de los mayores daños en las obliga­
ciones de dinero. En Venezuela como señalamos, el artículo 
1.277 del Código Civil se ha leído de manera reiterada por nues­
tra doctriná, como prohibiendo en el caso de obligaciones de 
dinero, que el acreedor pueda pedir una indemnización diferen­

93. Código Civil Italiano, Artículo 1.224.
94. G. KUMMEROW, El Daño Contractual, página 93.
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te al pago de una suma de dinero95. El artículo 1.277 del Código 
Civil establece que los daños y perjuicios resultantes del re­
tardo en el cumplimiento de una obligación de cantidades de 
dinero consisten siempre en el pago del interés legal.

SECCION IV

APLICACIONES DE LAS CLAUSULAS DE VALOR

Los contratos nominados donde más frecuentemente se pre­
senta el problema de la inflación incluyen el contrato de compra­
venta cuando la entrega y el precio están diferidos, el arren­
damiento, el contrato de obra, el contrato de trabajo, y el con­
trato de servicio profesional. En estos cuatro últimos casos, las 
prestaciones ordinariamente se encuentran diferidas en el tiem­
po, estando evidentemente sujetas a las alteraciones provocadas 
por la inflación.

Las cláusulas de valor en la compra-venta, y en el contrato 
de obra, siempre van dirigidos a la obligación del deudor de 
pagar el precio, el cual cosiste ordinariamente, en sumas de 
dinero, predefinidas. El precio se ha definido como la contra­
prestación consistente en una suma de dinero, que se entrega a 
cambio de una cosa en el contrato de compra-venta96, o de una 
obra, de un servicio, o por la prestación de un trabajo bajo rela­
ción de dependencia. En el contrato de servicio profesional el 
precio, o contraprestación pecuniaria por la prestación del ser­
vicio, se denomina honorario97 término adoptado expresamente 
en Venezuela en la Ley de Abogados98 y, recientemente en el

95. Idem.
96. Diccionario Derecho Privado, Tomo II, Barcelona 1955, página 3048. El 

Código Civil venezolano habla solamente de la obligación de pagar “ el 
precio” , sin establecer su carácter pecuniario (C .C . Artículo 1474). Sin 
embargo, nuestra doctrina confirma que la obligación de pagar el precio, 
se entiende como la obligación de pagar el precio en dinero, J. L. AGUI- 
LAR, Contratos y Garantías, Derecho Civil IV, Caracas 1970, página 181.

97. Diccionario de Derecho Privado, apéndice, Barcelona 1963, página 534.
98. Ley de Abogados, G .O . N5 1.081 Extraordinaria. 1967. El artículo 22 de la 

Ley de Abogados establece qué el ejercicio de la profesión de Abogado 
da derecho a percibir honorarios por trabajos judiciales y extrajudiciales.
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Reglamento de la Ley de Impuesto sobre la Renta". En el con­
trato de trabajo la retribución o precio, se denomina sueldo o 
salario100.

En Venezuela el término “precio” aparece en el contrato 
de compra-venta (C.C. Art. 1.474, C. de C. Art. 134), y en el con­
trato de obras (C. C. Art. 1.630). En el contrato de arrendamien­
to nuestro Código Civil usa indistintamente, la expresión pen­
sión de arrendamiento (Art. 1.592) y precio (Art. 1.616).

Cuando el término “precio” describe la obligación del com­
prador en el contrato de compra-venta, la doctrina fija como re­
quisito esencial del mismo, su pecuniaridad101, por lo cual deberá 
consistir siempre en dinero; la entrega de cosas en lugar de di­
nero, en el contrato de compra-venta cambia su naturaleza102. 
En los contratos de obra y de servicio así como en el arrenda­
miento es posible que la prestación del deudor de pagar “el 
precio” canon o los honorarios, se cumpla en especie en lugar 
de dinero, o en una combinación de especie y dinero sin que 
se desvirtúe la naturaleza misma del contrato103. Así es posible 
que el propietario pague la obra en parte con cosas. Sin em­

99. Decreto N« 2.825, de 29 de Agosto de 1978, G .O ., Reglamentado los A r­
tículos 39 y  88 de la Ley de Impuesto Sobre la Renta.
El Decreto 2.825 define como honorario profesional el pago o contra­
prestación o ingreso que reciben las personas naturales o jurídicas en 
virtud de actividades civiles, de carácter científico, técnico y1 . . .  etc.
Entre otros resalta en la definición del Decreto 2.825 el carácter Civil 
de la actividad, lo cual parece excluir del término honorario los recibidos 
en actos de comercio (Código de Comercio, Artículo 2 ). Asimismo, el 
Decreto 2.825 habla de pagos, contraprestaciones o ingresos tomando evi­
dentemente el criterio amplio de ingreso en el sentido fiscal, de todo 
enriquecimiento, independientemente de que el pago se realice, o no, en 
dinero.

100. Ley de Trabajo, Artículo 72 y  siguientes, Reglamento de la Ley de Tra­
bajo, Artículo 106. El Reglamento define como salario la retribución de 
carácter periódico que recibe el trabajador por la labor que ejecuta, Regla­
mento Artículo 106.

101. La doctrina venezolana, señala que la obligación de pagar el precio en 
la venta debe tener por objeto necesariamente una suma de dinero, J. L. 
AGUILAR. Contratos, página 157. En el mismo sentido el Derecho Com­
parado, ver Diccionario de Derecho Privado, Tomo II, página 3.048, H. 
DEPAGE, Traité Elémentaire de Droit Civil Belge, Tomo IV, Tercera 
Edición 1972, página 68.

102. El contrato se convierte en un contrato de permuta. La permuta está 
definida en nuestro Código Civil, como el contrato donde cada parte se 
obliga a entregar una cosa para obtener otra a cambio, Código Civil, 
Artículo 1.558.

103. Nuestra doctrina reconoce expresamente que el precio en el contrato de 
obra puede ser en dinero o en especie. J. L. AGUILAR, Contratos, página 
358, Proposición que acepta pacíficamente la doctrina Civilista.
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bargo, en la práctica, generalmente, la contraprestación es una 
obligación de pagar una suma predefinida de dinero.

En el contrato de trabajo nuestra ley exige expresamente, 
que el salario se pague precisamente en moneda de curso legal; 
no siendo permitido hacerlo en mercadería, vales, fichas, o 
cualquier otro signo sustitutivo de la moneda (Ley de Trabajo 
Artículo 76).

Ya sea que el precio o salario deba necesariamente pagarse 
en dinero, como sucede en la compra-venta y en el contrato de 
trabajo; o que, el precio o contra valor, se cumpla ordinaria­
mente en dinero pero pueda igualmente hacerse en especie, 
es posible que en todos los contratos mencionados (trabajo, 
servicio profesional, obra, arrendamiento, venta), estipular la 
contraprestación como una obligación de valor, en lugar de una 
obligación de dinero.

Como hemos visto, en la cláusula de valor el deudor cumple 
su obligación mediante la entrega de dinero, fijando la cantidad 
numérica del dinero en relación a un valor. Cuando se usa una 
cláusula de valor, el deudor cumple o paga su obligación con 
dinero, pero el monto de dinero no está predeterminado, si no 
se determina mediante la aplicación de un concepto de valor. 
No viola la Ley de Trabajo (Artículo 76), una disposición en un 
contrato de trabajo por la cual el monto del salario del trabaja­
dor sea fijado en base a un valor, ejemplo un salario fijado o 
ajustado de acuerdo a los índices de costo de vida, siempre que 
el pago se efectúe en dinero.

Asimismo, no constituye una permuta el contrato de venta 
donde el comprador se obligue a pagar el precio en dinero, pero 
donde el monto de dinero esté fijado por el valor equivalente a 
una tonelada de trigo a la fecha del pago.

Individualmente considerados existen algunas matices par­
ticulares en el uso de cláusulas de valor en los contratos de obra, 
servicio profesional, trabajo y arrendamiento y especialmente 
existen consideraciones prácticas, que recomiendan estudiar se­
paradamente el uso de estipulaciones de valor en cada tipo de 
contrato.
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(A  ) El CONTRATO DE COMPRA-VENTA:

Nuestro Código Civil define la venta como el contrato por 
el cual el vendedor se obliga a transferir la propiedad de una 
cosa y el comprador a pagar el precio (Artículo 1.474).

En los países civilistas, la obligación del comprador en la 
compra-venta es siempre la de pagar el precio el cual según 
doctrina constante, tendrá por objeto una suma cierta de di­
nero104.

Como requisitos adicionales a la pecuniaridad, el precio 
debe ser cierto, o sea determinado o determinable en el momen­
to del nacimiento del contrato; es posible, que en el momento 
del nacimiento del contrato el monto del precio no se encuentre 
determinado siempre que el mismo sea determinable105.

El Código de Comercio venezolano acepta para la venta 
mercantil, un precio no determinado si las partes han convenido 
en el modo de determinarlo después (C. de C. 134). A su vez, 
nuestro Código Civil exige que el precio de la venta deba de­
terminarse y especificarse por las partes pero permite expre­
samente, que el precio sea sometido al arbitrio de un tercero, 
o que el mismo se fije con referencia al precio corriente en un 
mercado y en un día determinado (C. C. 1.479). El Código de 
Comercio habla de precio corriente o justo precio, el cual se 
determina con los libros de los corredores y de las bolsas en el 
día y lugar de la venta (C. de C. Art. 134)106.

No se acepta el precio sujeto a la sola voluntad de una de 
las partes107 así no se valida la estipulación de un precio a ser 
fijado por el vendedor a la fecha de la entrega.

104. Ver supra cita (101).
105. J. L. AGUILAR, Contratos, página 158.
106. Aparentemente esta disposición del Código de Comercio está en contra­

dicción con el criterio sostenido por nuestra doctrina, según la cual no 
es válida en el Código Civil la estipulación de un precio “ por su valor” 
o “ a su justo precio” , J. L. AGUILAR, Contratos, página 158. Contradicción 
apuntada por ROBERTO GOLDSCHMIDT, curso de Derecho Mercantil. 
Segunda Edición, actualizada por Víctor Pulido, Caracas, 1974, página 177.

107. Así se considera como un precio indeterminado, el precio a “ juicio del 
vendedor” , J. L. AGUILAR, Contratos, página 159. A su vez, el precio 
a solo juicio del comprador, crearía en cabeza del comprador una obli­
gación sometida a una condición simplemente potestataria del deudor, 
la cual es nula, Código Civil, Artículo 1.202. Ver, ELOY MADURO, Obli­
gaciones, Secciones 519 al 543.
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El problema del precio indeterminado en la compra-venta 
se presenta ordinariamente en los contratos de compra-venta de 
ejecución diferida, así típicamente en el contrato de suminis­
tro108. Cuando la obligación del vendedor de entregar la cosa se 
difiere en el tiempo el vendedor va a buscar un alivio a las 
posibles variaciones que puedan ocurrir en el valor de su 
prestación, usando algún tipo o fórmula de valor para definir 
la obligación del comprador de pagar el precio. El uso de una 
cláusula de valor en la compra-venta sujeta la obligación de 
pagar el precio a una definición o ajuste futuro, sin embargo 
no choca contra los principios de pecuniaridad y certeza exigidos.

Las cláusulas valor pueden ser usadas en los contratos de 
compra-venta siempre que encuadren dentro de tres requisi­
tos: (a) en primer lugar, que el precio se pague en dinero, aún 
cuando al momento del nacimiento no esté definido su monto 
en dinero; si el precio no es pagadero en dinero sino en especie 
el contrato no será una venta sino una permuta (C. C. Artículo 
1.558); (b) en segundo lugar, la fórmula por la cual se define 
el precio debe estar determinada al momento del nacimiento 
del contrato. La práctica que han enfrentado los tribunales 
norteamericanos de precio a ser acordados en el futuro entre el 
comprador y el vendedor haría el contrato de compra-venta en 
Venezuela, inexistente por ausencia de consentimiento109.

108. Se afirma, correctamente que, en el contrato de suministro el comprador 
pretende que las mercaderías que adquiera le sean entregadas en presta­
ciones periódicas, para atender así sucesivas necesidades, TERESA PUEN­
TE MUÑOZ, El Contrato de Concesión Mercantil, Madrid, 1976, página 59. 
El contrato de suministro no está definido en nuestra legislación, como 
ocurre en Italia, donde el Código Civil lo define como “el contrato por 
el cual una parte se obliga mediante compensación de un precio a eje­
cutar a favor de las otras prestaciones continuadas o periódicas de cosas 
(Código Civil Italiano, Artículo 1.559).
En la doctrina se discute la naturaleza del suministro siendo para algu­
nos un contrato con naturaleza propia diferente a la compra-venta, y 
para otros una venta calificada por el carácter periódico de las presta­
ciones del vendedor, TERESA PUENTE, ídem. En Venezuela, por falta 
de una disposición que lo regule expresamente se puede llegar a ver el 
suministro, como una modalidad de la venta, o como un contrato innomi­
nado. Pero aun cuando se considere como un contrato innominado deberá 
tomar de la compra-venta, por su semejanza a ella, sus elementos fun­
damentales.

109. Es necesario para el perfeccionamiento del contrato que exista una concu­
rrencia de voluntad de las partes sobre los elementos esenciales del mismo; 
según nuestra doctrina, las conversaciones que llevan a un contrato en el 
futuro sólo constituyen preparación para el contrato, MADURO, Obliga­
ciones, Sección 1031 y  1047.
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En los Estados Unidos se ha discutido la fórmula por la cual 
las partes dejan los precios abiertos sujetos a un nuevo conve­
nio, habiendo concluido los tribunales que éstos no son más que 
cláusulas, donde las partes convienen en contratar en el futu­
ro110: (c) la fijación del precio o sea la suma de dinero a la 
cual en definitiva queda obligado el deudor, no debe estar sujeta 
a la sola voluntad de una de las partes en el contrato.

En la práctica se presentan modernamente dos técnicas, 
básicas de cláusulas de valor aplicables al precio en la compra­
venta; el precio puede estar definido en el momento del naci­
miento del contrato, pero sujeto a ajustes periódicos de acuer­
do con variaciones generales de precios; o el precio puede estar 
abierto sujeto totalmente a una determinación en el futuro. 
El precio sujeto a determinación en el futuro a su vez puede 
ser el precio del mercado o precio corriente, precio ordinario 
del vendedor, precio en base a costos, así como el precio fijado 
por un tercero.

1. Precio determinado, sujeto a ajustes periódicos.

Así un contrato donde se fija el precio unitario en Bs. 100, 
pero se establecen expresamente que el mismo estará sujeto a 
ajustes cada seis meses, de acuerdo con los índices generales de 
costo de vida. Evidentemente, que si en el contrato el compra­
dor y el vendedor no han acordado expresamente la aplicación 
de una revisión o ajuste en el precio, éste permanecerá cons­
tante durante toda la vida del contrato. Las cláusulas de ajustes 
como ya vimos pueden ser internas o externas, no existiendo en 
Venezuela, como sucede en Francia, limitaciones al uso de cláu­
sulas de ajustes externos. (Ver supra Sección II, c, 1).

2. Precio de mercado y  precio fijado por tercero.

Estos son los dos casos de precios abiertos, o sea no deter­
minados a la fecha de la celebración del contrato, previstos

110. Tradicionaimente los tribunales norteamericanos han rechazado los con­
tratos de venta con precios a ser acordados en el futuro, ver THOMAS 
HURST, Drafting Contracts in an Inflationary Era, University o f  Florida 
Law Review, Volumen XXV III, 1976, página 884.
Sin embargo, el nuevo Código de Comercio Uniforme de los Estados Unidos 
(Uniform Commercial Code, U .C .C .) ,  permite los contratos de venta con 
precio abierto a ser convenido en el futuro, U . C . C ., Artículo 2-305.
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expresamente en nuestra legislación, y su validez es indiscu­
tible (supra). En cuanto al precio fijado por terceros, cabe una 
observación práctica de la doctrina belga en el sentido de que 
su uso es raro en el comercio111. Asimismo, el precio fijado por 
terceros no constituye esencialmente una cláusula de valor, ya 
que el tercero no va a necesariamente utilizar un criterio de 
valor para la definición del mismo.

El precio corriente de mercado, ciertamente constituye una 
cláusula de valor. El Código Civil habla del precio corriente en 
un mercado en un día determinado (Artículo 1.479, 2do. apar­
te), así el precio de hortalizas en Barquisimeto a la fecha tal. 
Observamos que el Código habla de un mercado determinado 
y una fecha determinada, no se refiere al precio de mercado 
o precio corriente en un sentido amplio. Al contrario, el Có­
digo de Comercio habla de justo precio (Art. 134), el cual cons­
tituye un concepto más amplio112. Ordinariamente, el precio 
de mercado sólo se usará en contratos donde el cumplimiento 
se ha diferido por períodos relativamente cortos. Cuando la 
fijación de precios se ha diferido por plazos prolongados, es 
necesario definir con precisión a que mercado se refiere, y que 
alternativas se preveen en el caso de que en el mercado ya no 
se esté cotizando para la fecha de entrega. Los precios de mer­
cados se usan con frecuencia en los llamados contratos con 
precios de referencia. Una práctica que aparece en los Estados 
Unidos113 es el uso de precios cotizados para productos similares 
en determinadas publicaciones o boletines, así los precios coti­
zados en la revista técnica tal. Cuando se usa precio corriente 
o precio de mercado, las partes deben fijar expresamente la 
fecha correspondiente a usarse para la fijación, o sea el precio 
a un día determinado (C. C. Art. 1.479). A falta de fijación de 
una fecha el Código de Comercio se refiere al día de la venta 
(C. de C. 134) referencia que debe referirse al día en que el 
vendedor cumple con su obligación de entregar la cosa.

111. DEPAGE, Droif Civil, T. IV, pagina 72, N° 41.
112. Ver GOLDSCHMIDT, Derecho Mercantil, pfigina 177.
118. T, HURST, Contracts in an Inflationary Era, piigina 892,
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3. Precio ordinario del vendedor

Provisión típica en los contratos de suministros y distribu­
ción114, son las cláusulas fijando el precio en base al precio que 
ordinariamente cobra el vendedor a terceros. Los precios de 
vendedor generalmente están fijados en listas de precios que 
éstos publican para circular entre sus clientes y distribuidores. 
Cuando el precio se fija en base al precio que ordinariamente 
cobra el vendedor podría pensarse que estamos frente a un 
precio sujeto a la voluntad de una de las partes, lo cual se 
considera en la doctrina como un precio indeterminado. Sin 
embargo existe una diferencia aun cuando aparentemente sutil 
entre el precio a juicio del vendedor, y el precio que el ven­
dedor normalmente cobra a clientes similares: En el precio a 
juicio del vendedor, el precio queda sujeto a la sola voluntad del 
vendedor; en cambio, el precio normalmente cobrado está sujeto 
a lo que otros compradores están dispuestos a pagar al vendedor 
por productos similares.

El Código Civil italiano prevé el caso del precio ordinario del 
vendedor. Para el caso de falta de determinación expresa del 
precio el Código Civil italiano presume que las partes han 
querido referirse al precio normalmente practicado por el ven­
dedor (Código Civil italiano, Art. 1.474), la presunción en este 
caso es de carácter relativa115; y, requiere el Código italiano, que 
se trate de productos que el vendedor vende habitualmente, y 
que las partes no hayan fijado el precio, ni hayan convenido en 
modo de determinarlo (C. C. Italiano, Art. 1.474).

4. Precio en base a costos:

La cláusula de valor más corrientemente usada en los con­
tratos de venta diferida así como, en los contratos de obras 
(Infra B) es la cláusula donde el precio fija en base a los costos 
en que el vendedor incurre para el cumplimiento de su obliga­
ción con el comprador.

114. Sobre la definición de suministro, ver TERESA PUENTE, Concesión Mer­
cantil, páginas 59 a 62. Entre otras el simple contrato de suministro, se 
diferencia de la concesión en que en éste se transfiere al comprador el 
uso de una licencia o marca, TERESA PUENTE, idem.

115. FRANCESCO MESSINEO, Manual de Derecho Civil y  Comercial, Traduc­
ción de Santiago Mentís Melendo, Buenos Aires, 1954, Tomo V, página 66.



108 JAMES OTIS RODNER

Los contratos en base a costo utilizan generalmente^ dos 
fórmulas: precio igual a costo más un monto fijo; y, precio igual 
a costo más un porcentaje fijo sobre el costo116. En el costo más 
monto fijo, el vendedor recibe como precio su costo real, más 
margen de ganancia equivalente a una suma predefinida de 
dinero; así, si se fija el contrato en costo más Bs. 100.000 la uti­
lidad del vendedor será siempre Bs. 100.000. En el costo más un 
porcentaje, fijo del costo, la utilidad del vendedor va a variar 
en proporción directa al costo incurrido, a mayor costo mayor 
utilidad; así si el porcentaje fijo de utilidad es un diez por 
ciento (10%) del costo, en un contrato con un costo de 
Bs. 1.000.000 la utilidad del vendedor será de Bs. 100.000. Si el 
costo incrementa a Bs. 1.500.000 la utilidad incrementará a 
Bs. 150.000117.

El contrato de venta al costo se denomina en la doctrina 
“contrato americano” , por su uso después de la primera gue­
rra, en las contrataciones del ejército norteamericano en 
Europa118. El contrato al costo actualmente se usa en los Esta­
dos Unidos en los llamados contratos de procuramiento de 
armamentos119. La razón económica para el desarrollo de esta 
figura, no fue una medida de protección contra la inflación,

116. Ambas fórmulas son desarrollo del derecho norteamericano transferidas al 
derecho civil después de la primera guerra. El costo más suma determinada, 
se denomina “ cost pluss fixed sum” , el costo más porcentaje, “ cost pluss 
fixed percentage” , ver ALBERTO SPOTA, Tratado de Locación de Obra, 
Buenos Aires, 1975, Tomo I, página 646.

117. En los Estados Unidos para los contratos al costo, para la compra o des­
arrollo de armamentos, se agrega el contrato con límite máximo global de 
costo, según el cual, independientemente del costo en el cual incurra el 
vendedor, el monto del precio nunca podrá exceder una suma predefinida. 
Este límite máximo de costo evita sorpresas para la administración, y 
permite limitar el contrato a los montos de contratación fijados en el 
presupuesto. Ver “ Armed Services Procurement Regulation” , Código de Regu­
laciones Federales, Sección 32-7.203-3.
Expresamente exige la Regulación Federal como cláusula obligatoria en 
todo contrato, la siguiente: “ Se ha estimado que el costo total para el cum­
plimiento de las obligaciones derivadas de este contrato no será superior 
que las fijadas en el anexo al mismo, y el contratista conviene en utilizar 
sus mejores esfuerzos para cumplir todas sus obligaciones dentro del refe­
rido costo’’ , Código, Sección 32-7.203-3 (a ).
Asimismo, “ si el costo excede el monto estimado el gobierno no estará obli­
gado a reembolsar el excedente, y el contratista no estará obligado a con­
tinuar el cumplimiento de sus obligaciones derivadas del contrato” , Código, 
Sección 32-7.203-3 (b ).

118. A. SPOTA. Locación de Obra, Tomo I, página 544.
119. Armed Services Procurement Contract, Código de Regulación Federal, sec­

ción 32.
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sino la exigencia por parte de los contratistas de armamentos 
en los Estados Unidos, que en muchas ocasiones no podían 
desarrollar cifras para determinar con precisión un precio para 
el desarrollo de nuevos armamentos120.

La cláusula de valor al costo es el caso típico de una cláusula 
de valor interno (ver supra, Sección II) ya que, el valor de la 
obligación va definida en base a los valores reales en que 
incurre el vendedor. Igualmente, la cláusula valor costo (ya 
sea costo más porcentaje o costo más monto fijo), es una cláu­
sula de precio abierto en la compra venta ya que la suma de 
dinero no está determinada en el momento del nacimiento del 
contrato sino que, se determina a medida que el vendedor va 
ejecutando su prestación.

En Venezuela se ha comenzado recientemente el uso de 
cláusulas costos tanto en los contratos de ventas diferidas como, 
en los contratos de obras. En los contratos con la administra­
ción pública el concepto de costo entra en juego como una 
cláusula de ajuste de precio y no como una cláusula de precio 
abierto, como sucede en el contrato tipo de procuramiento de 
armamento en los Estados Unidos. En Venezuela las CONDICIO­
NES GENERALES PARA LA CONTRATACION PARA LA 
EJECUCION DE OBRAS, exige la contratación por precios 
unitarios, totales y fijos121. Sin embargo, y aplicando un con­
cepto de costo incurrido, la administración pública podrá pagar 
al contratista los aumentos en materiales y equipos cuando éstos 
excedan de un cinco por ciento (5%) al precio que tenían para 
la fecha de lo contratación122. Cuando se contrata una venta o
" i
120. T. HURST, Contacta in an Inflationary Era, página 888. Ciertamente en 

el desarrollo de armamentos, será en muchos casos imposible para el supli­
dor estimar sus costos, ya que al comienzo del desarrollo del nuevo arma­
mento desconocerá en su totalidad todos los elementos que integran el 
producto.

■121. Las condiciones generales para la contratación de la administración pública, 
Artículo 2, sección IV, fija  como cláusula integrante del contrato, un pre­
supuesto de obra el cual deberá comprender la descripción de las partidas 
para la ejecución de la obra y su conservación y mantenimiento durante 
el lapso de garantía, las unidades de medidas, las cantidades de obras por 
partidas, los precios unitarios y  los precios totales.

122. Condiciones generales para la contratación de la administración pública, 
Artículo 55, el cual establece que el ente público pagará al contratista los 
aumentos de precios.. . cuando esos aumentos excedieran del cinco por 
ciento (5 % ) del precio que tenían a la fecha del presupuesto de obra. 
Observamos, a diferencia del contrato de armamentos norteamericano, que 
el aumento de costo podrá provocar un ajuste en el precio, pero original­
mente el contrato se celebra a un precio total.
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un contrato de obra al costo, el problema que más frecuente­
mente se va a presentar en la práctica es la definición de lo que 
es costo. Para el simple revendedor de mercancía costo es fácil 
de definir ya que sólo incluye su costo de adquisición, almace­
naje seguro y transporte123. Cuando costo se dirige a un indus­
trial es mucho más complejo ya que uno tiene que penetrar 
en conceptos contables para la determinación de la base del 
precio, y analizar la aplicación de los mismos a la cosa objeto 
de contrato; así que depreciación podrá aplicarse, como se dis­
tribuye costos de mano de obra sobre una suma de productos 
diferentes, etc.124. Una fuente de analogía, y la única que tene­
mos en Venezuela es las definiciones de costo y gastos; conte­
nidas en la Ley de Impuesto sobre la Renta125.

La jurisprudencia norteamericana ha tratado algunos ma­
tices en la definición de costos a los efectos de la aplicación de 
cláusulas índices. En primer lugar, costo, en el caso de Pacific 
Portland Cement contra Westvaco Chlorine126, incluye no sola­
mente costos directos sino igualmente costos indirectos.

123. T. HURST, Contracta in an Inflationary Era, página 889.
124. Dos tendencias aparecen en la contratación en inflación que confirman 

esta dificultad. Por una parte se habla de la eliminación de los servicios 
al producto, tales como son todos los servicios de comercialización, los 
cuales los compradores pagan directamente. Igualmente por la dificul­
tad en definir costos en un proceso de inflación para productos indus­
triales, se están mezclando junto con cláusulas de ajuste al costo, cláusulas 
de ajuste mínimo, basadas en índices generales de precios, así si no se 
determina el aumento de costo, o aún definido el costo, el precio del pro­
ducto industrial se ajusta a un mínimo por los índices de productos al 
mayor, ver HOWE y RUTH STIDGER, Inflation Management, John Wiley, 
Nueva York, 1976, Sección 65, páginas 268 y siguientes.

125. Ver Ley de Impuesto Sobre la Renta, 1978, Artículos 33 al 38. La Ley de 
Impuesto Sobre al Renta habla de costos directos. Cuando el costo se refiere 
a productos adquiridos para la comercialización, costo será el que resulte 
de las facturas del vendedor, siempre que éste no exceda a los normales 
del mercado. Artículo 35, parágrafo Primero.

126. Pacific Portland Cement contra Westvaco Chlorine Products Corporation, 
Tribunal Distrital (Federal), para la circunscripción de Carolina del Norte, 
Mayo 1948, reportado en el Volumen 77 del Suplemento de Reportes Fede­
rales, página 406. Contra este sentido amplio de costo nuestra Ley de 
Impuesto Sobre la Renta separa costo directo (Artículos 33 al 38) de ele­
mentos de costos indirectos, o como los denomina la propia Ley deducciones 
(Artículos 39 y  siguientes). Así contribuciones, como lo serían los impues­
tos municipales y patentes no son costos sino deducciones. Más grave, la 
depreciación de activos permanentes no son costos sino deducciones (L .I .
S .R .,  Artículo 39, Numeral 5*).
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En segundo lugar, en el caso de J. W. Finn contra Culber- 

house127 costo al por mayor se definió incluyendo gastos de 
transporte.

( B )  C o n t r a t o  de  o b r a

El contrato de obra es aquel mediante el cual una parte 
se compromete a ejecutar determinado trabajo por sí o bajo su 
dirección, mediante un precio que la otra se obliga a satisfa­
cerle (C. C. Art. 1.631). En el contrato de obra se puede conve­
nir en que el locador (o empresario) aporte además de su 
trabajo, los materiales (C. C. Artículo 1.631). Contratos de 
obras típicos incluyen el contrato de construcción civil y los 
contratos de instalación de equipos. También se incluye dentro 
del contrato de obra el contrato servicio profesional128. Cambio 
de costos de materiales puestos en la obra129, así como cambios 
en los costos de mano de obra, se presentan con mucha frecuen­
cia en los contratos de obra donde la ejecución del locador, 
está extendida a un plazo relativamente prolongado durante el 
cual los costos pueden variar.

El Código Civil para el contrato de obra, usa el concepto de 
“precio” para definir la contraprestación debida al propietario 
de la obra. La doctrina130 permite que el precio de la obra sea 
fijo predeterminado o indeterminado, pero, determinable de 
acuerdo a las reglas que se fijen en el contrato. Si el precio no 
se ha fijado, nuestro Código Civil establece que el precio será 
el que ordinariamente se paga por la misma especie de obra y

127. J. W . Finn contra Culber-House, Corte Suprema de Arkansas, 1912, Repor­
tado en Reporte del Sur Oeste, Volumen 150, página 168 y  siguientes.

128. El contrato de servicio profesional, aun cuando encuadra dentro del con­
cepto del contrato de obra, se trata en muchos casos por separado debido 
al concepto especial que se aplica a la responsabilidad civil del profesional 
para con el cliente, el cual se ha considerado en algunos casos una res­
ponsabilidad de tipo extracontractual. V er: JAMES OTIS RODNER, Apun­
tes de Obligaciones, Sección 5, Caracas, 1978, La Responsabilidad Civil del 
Profesional. Asimismo, la obligación del profesional, a diferencia de la 
obligación del contratista, se considera como una obligación de medio y 
no de resultado. Ver: LUIS MARIA REZZONIZO, Estudio de los Contra­
tos, Depalma, Buenos Aires, 1969, Tomo II, página 555.

129. El Código Civil permite que se contrate la ejecución de una obra apar­
tando solamente el trabajo o industria, o que también se provea el mate­
rial, Artículo 1631.

130. J. L. AGUILAR, Contratos, página 358. En un sentido similar, A. SPOTA, 
Locación de Obra, Tomo II, página 358.
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a falta de éste el que se estime equitativo a juicio de peritos 
(C. Art. 1.632).

De la citada disposición del Código Civil se desprende que 
el precio en el contrato de obras, puede ser o una suma de dinero 
predefinida en el contrato (tantos bolívares por construir este 
edificio); o un valor el cual se cumple mediante una suma de 
dinero, así un contrato de costos y costas.

La doctrina concluye correctamente, que en el contrato de 
obras la contraprestación del propietario de la obra puede ser 
predefinido o predeterminado en una suma de dinero, o sujeto 
a la fijación al futuro y que el mismo generalmente, se cumple 
mediante el pago de una suma de dinero131. Los contratos a 
precios fijos incluyen los contratos a precio global, como los 
contratos por medidas o por unidad. En el contrato a precio 
global el precio y la obra son absolutos132; en el de unidad de 
medida o también precio por presupuesto, el precio se asigna 
a cada unidad, y se paga por número de unidades ejecutadas133.

En Venezuela hasta las recientes alzas en los precios de la 
construcción, la mayoría de las obras civiles privadas se hacían 
por precio global o en alzada, o sea un solo precio por la tota­
lidad de la obra.

Con la complejidad de las obras civiles el contrato a precio 
global ha caído en desuso prefiriéndose la contratación a precio 
unitario; aún cuando, todavía se ven contratos globales en 
ejecución de pequeñas obras civiles y en contratos de instala­
ción de maquinarias y equipos, así como en contratos de mante­
nimiento. La contratación de obras públicas utiliza, el sistema 
de precio fijo por presupuesto, el cual se extendió igualmente a 
todo tipo de obras de ingeniería civil (Ver supra, Sección A).

Cuando el precio está predefinido en una suma de dinero la 
obligación se cumple mediante el pago de la suma fijada. En 
el contrato a precio predefinido, si las partes no han estable­
cido una cláusula de valor se aplicará el principio nominalís- 
tico, por lo cual el deudor, propietario de la obra, cumple 
pagando precisamente la suma pactada independientemente

131. J. L. AGUILAR, ídem, A. SPOTA, Locación de Obra, Tomo I, página 608.
132. J. L. AGUILAR, idem, A. SPOTA, idem, página 533.
133. J. L. AGUILAR, idem, A. SPOTA, idem, página 535.

En el precio por unidad de medida se fija  un precio por cada unidad y sa 
paga de acuerdo con las unidades ejecutadas.
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del aumento o disminución en el valor de la moneda (C. C. 
1.737), así como independientemente de una variación en los 
costos y gastos de contratista.

La fórmula corriente de cláusula de valor, para un contrato 
de obras es la contratación en base a costos que vimos para el 
contrato de compra-venta (supra letra, A). La contratación a 
“costo” , contrato “a la americana” , o contrato por administra­
ción” puede ser en forma de precio abierto, o sea donde el 
monto del precio no está fijado al momento de la celebración 
del contrato, o precio fijo ajustable como se adopta en Vene­
zuela para los contratos de obra con la administración pública 
(Condiciones Generales para la contratación de obras, Artículos 
2 y 5). También utilizado en contratos privados como el con­
trato de la Cámara de Ascensores134.

Los problemas y observaciones apuntadas para el uso de 
contratos al costo en la compra-venta (Supra A ) son perfecta­
mente extensibles para el contrato de obras. Observamos, que 
generalmente, la determinación de costos directos en obras 
civiles representan menos problemas prácticos que en la produc­
ción industrial de un producto, debido fundamentalmente a que 
en una obra civil se está fabricando un solo producto, la obra 
civil, a la cual se le atribuye los costos en su totalidad; cuando 
en un proceso de producción industrial los costos directos en 
muchos rubros deben ser distribuidos sobre una gama de pro­
ductos.

Aún cuando menos frecuente que el contrato al costo, en el 
contrato de obras se utiliza también como cláusula de valor, 
el contrato a precio fijo ajustable de acuerdo con los índices 
generales de precios. Cuando se ajusta el contrato con índices 
generales de precios se está aplicando una cláusula de ajuste 
externo, uso típico de esta cláusula son los contratos de insta­
lación y  los contratos de mantenimiento.

134. La Cámara Venezolana de la Industria de Ascensores, adoptó en 1975 unas 
“condiciones generales de venta” , las cuales son utilizadas por sus compa­
ñías afiliadas. Entre otras, las condiciones de venta establecen que los 
precios de venta están fijados en base a costos vigentes para la fecha del 
contrato, los cuales están sujetos a ajustes proporcionales en base a incre­
mentos en costos. Ver: Condiciones Generales de Venta de Ascensores, 
SecciónVII.
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En Venezuela también se están utilizando cláusulas de 
ajuste valor moneda extranjera, (Ver infra, Sección VI) en los 
contratos uniformes de la Cámara de Ascensores139, donde el 
vendedor se reserva el derecho de revisar el precio de los 
materiales importados y ajustarlo en caso de que la paridad del 
bolívar con la moneda del suplidor de material importado, haya 
variado desde la fecha de la celebración del contrato hasta la 
fecha de ejecución.

( C )  C o n t r a t o  de  a r r e n d a m ie n t o

En el contrato de arrendamiento una de las partes (arren­
dador) se obliga a hacer gozar a la otra (arrendatario) de una 
cosa mueble o inmueble por cierto tiempo y mediante un precio 
deteminado que ésta se obliga a pagar a aquella (C. C. 1.579). 
El arrendamiento ordinariamente se cumple en un plazo me­
diano, entre un año y cinco años por lo cual, el arrendador 
siempre tendrá un interés en proteger el valor económico del 
precio o canon que va a recibir del arrendatario: Si el precio 
es fijo no alterable durante la vida del contrato, el arrendador 
va a recibir durante períodos prolongados del contrato una 
contraprestación no adecuada.

Cuando utiliza el arrendador una cláusula de valor en el 
arrendamiento, persigue dos fines económicos diferentes: en 
primer lugar, el arrendador buscará alguna fórmula para pro­
teger el precio o canon contra la inflación; y en segundo lugar, 
buscará que el precio represente un porcentaje aceptable del 
valor de mercado de la cosa dada en arrendamiento139.

La doctrina identifica tres elementos esenciales en el arren­
damiento; la obligación de hacer gozar una cosa, un cierto tiem­
po y el pago de un precio137.

Nuestro Código Civil habla para el contrato de arrendamien­
to, indistintamente de precio (C. C. Artículo 1.579) y de pensión 
de arrendamiento (C. C. Artículo 1.592, N9 2). A su vez, nuestra

135. Idem supra. Sección VII, Materiales Importados.
136. HURST, Contracts in an Inflationary Era, página 647.
137. J. L. AGUILAR, Contratos, página 277.
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doctrina acepta que el canon de arrendamiento pueda consistir 
en una obligación en dinero o en especie138.

Por cuanto el canon de arrendamiento no tiene que con­
sistir necesariamente en una prestación precuniaria, se acepta 
pacíficamente, el uso de cláusulas de valor en estos contratos139.

En Venezuela existen, dos limitaciones a la libertad de 
convenir en el canon de arrendamiento y que parecen limitar, 
el uso de cláusulas de valor en el arrendamiento. En primer 
lugar, la Ley de Regulación de Alquileres140 fija para los pre­
dios urbanos, límites máximos en el monto de alquiler, o cáno­
nes que se pueden pagar; en segundo lugar, la Ley de Reforma 
Agraria141 prohíbe expresamente el contrato de arrendamien­
to de predios rústicos donde el canon se fije como un porcen­
taje de los frutos de la finca142. Según la limitación de la Ley 
de Reforma Agraria, no se puede en Venezuela, utilizar 
cláusulas de valor en los arrendamientos de predios rústicos

138. J. L. AGUILAR, ídem.
139. Nuestra doctrina nacional no se ha pronunciado sobre el uso de las cláu­

sulas de valor en el arrendamiento, pero sí acepta que el canon de arrenda­
miento sea en dinero o en especie, J. L. AGUILAR, idem supra. Si el canon 
puede ser en especie, se deriva necesariamente el aquiler o canon como 
valor. En Europa, el canon se puede estipular como un valor. Ver: M. 
PLAINOL y J. RIPERT, Tratado Práctico de Derecho Civil Francés, tra­
ducción de Mario Díaz Cruz, La Habana, 1943, Tomo X, página 550, sec­
ción 472 y siguientes. En Francia se discute la validez de ciertos tipos de 
cláusulas de valor en el arrendamiento como lo son las cláusulas valor 
moneda extranjera, pero no el principio de valor en lugar de dinero, como 
objeto de la prestación del Arrendatario. Modernamente, y a raíz de la 
Ley de 1959 Francesa, las cláusulas de valor en el arrendamiento deben 
ser de naturaleza interna, así es válida la cláusula por la cual el canon 
se basa en un porcentaje del valor del inmueble, DOUCET, L’Indexation, 
página 158. En España por la Ley de arrendamientos rústicos la cláusula 
de valor se acepta para los arrendamientos de predios rústicos; aun cuando 
se discute su validez para arrendamientos de viviendas y locales de negocio. 
Parece, sin embargo, que la tendencia de la jurisprudencia española es 
a la aceptación de las cláusulas de valor o estabilizadora. Ver: JOSE PUIG 
BRUTAU, Fundamentos de Derecho Civil, Segunda Edición, Madrid, 1976, 
Tomo I, Volumen II, páginas 397 al 407. En un sentido contrario, el Código 
Civil Argentino, requiere expresamente que la obligación del arrendatario 
consista en un precio determinado en dinero, Artículo 1493. Disposición 
que se interpreta literalmente, si el precio consiste en valor no es una 
locación sino un contrato innominado, Código Civil con las Notas de Vélez 
Sarsfield, Buenos Aires 1972, página 251.

140. Ley de Regulación de Alquileres, G .O . 26.319, agosto 1960.
141. Ley de Reforma Agraria, G .O . 610, marzo 1960, Artículo 143, letras a ), 

c ) ,  e) y  g ) .
142. En un sentido contrario, la Ley de Arrendamientos Rústicos Española, de 

1942 impone la fijación de la renta en una determinada cantidad de trigo 
que ha de servir de módulo para el pago de dinero, PUIG BRUTAU, Dere­
cho Civil, Tomo I, Volumen II, página 395.
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cuando el valor tenga una referencia a la productividad agrí­
cola de la finca, específicamente en una relación con el valor de 
los frutos producidos (Ley de Reforma Agraria, Artículo 143). 
La referida norma de la Ley de Reforma Agraria se debe leer 
con un sentido restrictivo: está limitada a predios rústicos, y 
al uso de cláusulas participación sobre los frutos de la finca; 
lo cual no impide el uso de cláusulas de valor con referencia a 
valores diferentes que la productividad misma de la finca arren­
dada, así una cláusula de canon en base al precio del sorgo para 
una fecha determinada.

Más complejo es la aplicación de la Ley de Regulación de 
Alquileres a las cláusulas de valor. En los predios urbanos, se 
usa con frecuencia para la fijación del canon o precio cláusu­
las de participación en el comercio o actividad del arrenda­
miento (ver infra) donde el monto de canon al momento del 
nacimiento del contrato no está definido en una suma de 
dinero, y se pregunta si ¿Cabría en estos casos aplicar la Ley 
de Regulación de Alquileres?

La Ley de Regulación de Alquileres fija los límites legales 
máximos del monto de alquiler que puede cobrar el arrendador 
al arrendatario. El propósito de la regulación de alquileres es 
el de limitar el canon de arrendamiento que paga el arrendatario 
a un porcentaje determinado valor real del local arrendado. 
Pero, las normas en la Ley de Regulación de Alquileres están 
dirigidas a la obligación del arrendatario que desde el momento 
del nacimiento del contrato de arrendamiento, están definidas 
en una suma de dinero (L.R.A. Artículo 4). La obligación del 
arrendatario es de pagar una suma de dinero, cuando la obliga­
ción del arrendatario desde el nacimiento del contrato está 
cifrada en una suma definida de dinero. El concepto pecu­
niario de la obligación del arrendatario lo recope la propia 
Ley de Regulación de Alquileres, cuando habla de depósito del 
precio como garantía para el pago del canon (Artículos 25 al 
27). Si el precio como garantía para el pago del canon, puede 
ser materia de un depósito ciertamente, debe estar definido 
en una suma de dinero, por lo tanto no puede ser una obliga­
ción de valor, sino una obligación pecuniaria.

Ni nuestra doctrina, ni nuestra jurisprudencia, se han pro­
nunciado sobre el alcance de la regulación de alquileres a los
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contratos de precios variables. Un argumento en contra de la 
aplicación de la Ley de Regulación de Alquileres, es que el con­
trato por el cual el arrendador hace gozar al arrendatario del 
uso de una cosa a cambio de un valor, no es un arrendamiento 
sino un contrato innominado. Pero esta coclusión choca contra 
la doctrina universalmente aceptada que en el arrendamiento 
el precio no debe consistir necesariamente en una suma de dine­
ro143. El Código Civil italiano elimina toda duda sobre la no 
pecuniaridad de la obligación del arrendatario, cuando sustituye 
el término precio por el de compensación para describir la obli­
gación del arrendatario (C. C. italiano, Artículo 1.571).

Para nosotros es más concluyente el argumento según el 
cual, la Ley de Regulación de Alquileres no previo el contrato 
de arrendamiento al valor; si la Ley de Regulación sólo fija 
límites al monto de dinero que se puede cobrar por concepto 
de canon, la misma no será aplicable cuando el arrendamiento 
se fija en base a un valor.

En la práctica se usan cuatro tipos distintos de cláusulas 
de valor en el arrendam iento: las cláusulas de ajustes periódico 
en base a costos de vida; las cláusulas de valor mercado; las 
cláusulas de valor especie, y las cláusulas de porcentaje de 
participación144.

En las cláusulas de ajustes periódicos, se predefine el mon­
to del canon de arrendamiento pero éste se sujeta a revisiones 
periódicas, de acuerdo a los índices generales del costo de vida. 
La cláusula valor mercado se usa igualmente, como un ajuste 
periódico pero no en base a índices generales de costo de vida, 
sino al valor revisado periódicamente, del local arrendado. 
En la cláusula especie, el canon de arrendamiento va definido, 
en relación al valor de una mercadería (oro, trigo) o del valor 
de cambio de una moneda extranjera (ver infra, Sección VI).

143. Ver; Supra cita  139. La propia Ley de Reforma A graria  al prohibir la 
cláusula de valor en los arrendam ientos de precios rústicos, supra , reco­
noce que en nuestro derecho común, el alquiler en form a de valor es 
posible.

144. N EIL S. HECHT, V ariable Rental Provisions in Long term  ground leases, 
Columbia Law Review, Volumen 72, 1972, página 654 al 658.
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Cláusula de participación

La modalidad más típica de cláusula de valor en el arren­
damiento, es la cláusula de participación en un porcentaje de 
las operaciones o ganancias del arrendatario. En la estructura 
ordinaria de la cláusula de participación, el arrendatario se 
obliga al pago de un alquiler base o mínimo más un porcentaje, 
predefinido, de la rentabilidad del comercio o industria del 
arrendatario. Por ejemplo, el que alquila un local para un comer­
cio y se obliga a pagarle al arrendador un canon mínimo de 
Bs. 1.000/mensual y un dos por ciento (2%) de sus ventas brutas. 
En la cláusula de participación el arrendador no participa en 
las pérdidas del arrendatario.

El fin del uso de esta cláusula es el de perm itir un arren­
damiento base bajo, el cual se compensa mediante una partici­
pación en los negocios sociales.

Para la doctrina y jurisprudencia argentina, la cláusula de 
participación convierte el contrato de arrendamiento en un con­
trato de cuentas de participación, donde el arrendatario asocia 
al propietario o arrendador en una participación de su negocio145. 
Para evitar que la cláusula de participación se interprete como 
una cuenta en participación, la doctrina norteamericana reco­
mienda que en el contrato se establezca expresamente que 
la participación no crea forma alguna de asociación146.

En Venezuela la cuenta de participación está definida como 
aquélla donde un comerciante (arrendatario) da a otra una 
participación en las utilidades o pérdidas de su comercio (C. de 
C., Artículo 359); disposición que interpreta nuestra doctrina 
como exigiendo, para que se configure la cuenta en participa­
ción, que el asociado participe tanto en las utilidades como en 
las pérdidas147. Esta necesidad de participar tanto en las pérdi­

145. In terp re tac ión  que surge de dar al canon de arrendam iento  el carácter 
exclusivo de obligación pecuniaria. V er: supra  cita  139. Cuando la  cláusula 
de valor crea un derecho de participación, la  doctrina y jurisprudencia 
a rg en tin a  habla de un con tra to  asociación o de un con tra to  de Sociedad, 
L. L. REZZONIZO, Tomo II, pág ina 90.

146. N. HECHT, V ariable R ent Provisions, página 661. E n tre  otros se busca 
que no se pueda in te rp re ta r  la  existencia de cuenta en asociación, p a ra  
ev ita r que un trib u n a l haga al arrendador responsable de las pérdidas del 
a rren d a ta rio  en el negocio.

147. JO SE  MUCI-ABRAHAM, Asociaciones en participación, C aracas 1971, pá ­
gina 72. No existe en Venezuela el riesgo que ap u n ta  la doctrina Anieri-
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das como en las ganancias no permite extender nunca la figura 
de cuentas en participación al arrendamiento con cláusula de 
participación.

La doctrina norteamericana nos señala cuatro cláusulas 
que en la práctica deben considerarse para el arrendamiento 
con cláusula de participación: 1. Cláusula en alquiler mínimo; 
2. Cláusula de porcentaje; 3. Método de pago y fiscalización148, 
y 4. Cláusula de alquiler neto149.

1. Alquiler mínimo. El alquiler mínimo está fijado como 
una suma de dinero determinada, y puede establecerse ya sea 
como un monto mínimo al cual se suma el valor de participa­
ción, así Bs. 1.000 más un porcentaje; o, como una obligación 
alternativa, la suma de Bs. 1.000 o un porcentaje sobre las 
ventas. Como en Venezuela en la obligación alternativa, la 
elección de la prestación corresponde al deudor, salvo convenio 
en contrario160, es necesario establecer de manera expresa que 
corresponderá al arrendador escoger entre el canon mínimo o 
la participación; caso contrario el arrendatario (deudor de la 
obligación alternativa) siempre va a escoger la prestación que 
resulte menos onerosa.

El monto fijo mínimo generalmente, busca garantizar al 
arrendatario de los gastos y costos de mantenimiento del local 
arrendado así como de las cargas financieras mínimas como son 
amortización de capital e intereses de hipotecas sobre el mismo.

2. Cláusula de porcentaje. El porcentaje se refiere a algún 
indicador de la actividad del arrendatario, así ventas brutas ven­
tas netas o ganancias. Ordinariamente se usa un porcentaje de 
las ventas brutas. A su vez, la participación puede ser fija sobre 
el monto, o una participación variable o escalonada. En el por­

cana, supra  cita  52, en el sentido que el a rrendador tenga que partic ip a r 
en las pérdidas del a rren d a ta rio , ya  que en Venezuela el asociado no 
tiene derecho sino con la persona con quien con tra tó , C. de C., Artículo 
360. P o r lo cual, en caso de quiebra del a rrenda ta rio , aun cuando se in te r­
p re ta ra  la cláusula de participación como una cuenta en participación, el 
arrendador no sería  responsable de las obligaciones del a rren d a ta rio , deri­
vadas de su propio negocio.

148. N. HECHT, V ariable R ental Provisions, página 661.
149. KAYMOND, DENZ, Léase Provisions designed to m eet changing economic 

conditions, en C ontem porary Real E state , 1952, páginas 344 y siguientes.
150. V er: E. M aduro, Obligaciones, secciones 568 y 569.

El Artículo 1.217 del Código Civi establece que la elección pertenece al 
deudor, sino ha sido expresam ente concedida al acreedor.
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centaje escalonado éste se establece como ascendiente a medida 
que se experimente un incremento en las ventas.

3. Cláusula de fiscalización. Probablemente el riesgo más 
grave que corre el arrendador es la fiscalización de las cifras 
del arrendatario. Toda recomendación sobre la estructura de 
cláusulas fiscalización será de orden práctico. Usualmente se 
establecen períodos cortos de liquidación de la participación, así 
liquidaciones bimensuales o trimestrales151; y el derecho del 
arrendador de inspeccionar los libros del arrendatario, y la obli­
gación del arrendatario de presentar estados financieros audi­
tados por contadores públicos independientes. Un mecanismo 
adicional en el control es la revisión de las declaraciones de 
impuesto de patentes las cuales en Venezuela se liquidan en 
base a las ventas brutas del comercio.

4. Cláusula de alquiler neto. En el alquiler neto el arren­
datario asume directamente todos los costos aplicables al local 
arrendado152 incluyendo derechos de frente.

(D) E l CONTRATO DE TRABAJO

Uno de los usos más comunes de cláusulas de valor se 
encuentran en el contrato de trabajo, donde las mismas van 
dirigidas a la obligación del patrono de pagar el salario.

El salario en un sentido amplio incluye toda retribución 
de carácter periódico que recibe el trabajador por la labor 
que ejecuta, incluyendo además de los pagos en dinero, las re­
tribuciones en especie tales como vivienda y vehículo (R.L.T. 
Artículo 106). La doctrina distingue el salario en su sentido 
estricto y las prestaciones y retribuciones. Salario incluye la 
contraprestación que el patrono da al trabajador por la labor 
que ejecuta, y la misma deberá consistir necesariamente en 
el pago de una suma de dinero. En Venezuela, siguiendo un 
principio de aceptación universal, el salario deberá pagarse 
en moneda de curso legal (L.T. Artículo 76). Al salario en su 
sentido estricto o sea la compensación en dinero que recite  el 
trabajador, se aplica el concepto de sa’ario mínimo excluyén­

151. N. HECHT, V ariable R ental Provisions, pagina 670.
152. R. SANZ, léasc Provisions, pagina 348.
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dose expresamente del cálculo de salario mínimo las contra­
prestaciones en especie que reciba el trabajador como alimen­
tación, vivienda y vestido153. Igualmente, el principio de salario 
igual para trabajo igual, sólo se extiende a la cantidad suma 
de dinero, que recibe el trabajador (L.T. Artículo 73. R.L. T. 
Artículo 115), o sea el concepto de salario en un sentido 
estricto.

Además del salario, el trabajador puede recibir del patrono 
una serie de prestaciones o retribuciones no pecuniarias como 
lo son casa, almuerzo, estacionamiento para vehículo, traspor­
te y demás. Aún cuando nuestro reglamento de la Ley de Tra­
bajo, incluye las prestaciones y retribuciones dentro del con­
cepto amplio de salario (R.L.T. Artículo 106), la doctrina164 
y la propia ley155 las ha distinguido de salario en su sentido 
estricto: por de pronto, las retribuciones son obligaciones que 
generalmente se cumplen mediante la entrega de cosas gené­
ricas (casa, comida, etc.), y no mediante el pago de una suma 
de dinero. Además a las retribuciones no se extiende el prin­
cipio de salario igual para trabajo igual, así no se le da más 
o menos alimento al obrero por un tipo de trabajo diferente156; 
ni le son extensivos el concepto de salario mínimo157.

Las cláusulas de valor en el contrato de trabajo se dirigen 
al salario en su sentido estricto, o sea a la contraprestación que 
el patrono debe pagar al trabajador en dinero (L.T. Art. 76)158.

Generalmente, las retribuciones, como alimento, son obli­
gaciones de dar una especie, las cuales por su propia naturaleza

153. Decreto 122, de 31 de mayo de 1974, G .O . N 5 30.415, A rtículo 3.
154. GUILLERMO HORI ROBAINA, Las Prestaciones y el Salario  en el Dere­

cho Mexicano del T rabajo , en Estudios Sobre Derecho Laboral hom enaje 
a  R afael Caldera. Caracas, 1977. Tomo I, página 921.

155. Decreto 122, supra  cita  59.
156. GUILLERMO HORI, Las Prestaciones y el Salario, página 922.
157. DECRETO 122, supra  c ita  59.
158. A pesar del carác te r pecuniario de la obligación del patrono de p ag ar 

el sa lario ; éste (el sa lario ) se ha considerado en su  esencia como una 
obligación de valor a  través de los principios de salario  mínimo, salario  
suficiente p a ra  la  subsistencia, salario  igual por trab a jo  igual. Todos estos 
principios generales ap un tan  a  un concepto de valor real en el salario , 
y no de valor nom inal; pero no deben in te rp re ta rse  como restando el 
c arácter pecuniario a  la obligación del patrono, así se afirm a que si bien 
el concepto de valor está  en la esencia del crédito laboral, no hay razón 
p a ra  de ja r de lado su calificación como obligación de sum a de dinero. 
R. CENTENO, La Indexación de los Créditos Laborales en la A rgentina , 
en Libro Hom enaje a  R. Caldera, T. I, página 89.
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están protegidas contra los efectos de la inflación: si el precio 
de los alimentos sube, el patrono sigue obligado a dar la misma 
cantidad y calidad de alimentos al trabajador. Por el contrario 
la obligación de pagar un salario en sentido estricto, o sea una 
suma de dinero predefinida, tantos bolívares por jornada, está 
sujeta a los efectos adversos de la pérdida de valor de la mo­
neda. El salario en su sentido estricto se ha considerado tradi­
cionalmente una obligación pecuniaria, el patrono debe pagarlo 
en dinero de curso legal, el monto del mismo será el estipulado 
libremene por las partes (L.T. Artículo 72); el patrono se 
libera de su obligación pagando precisamente con moneda de 
curso, la cantidad fijada, y el trabajador no podrá oponer la 
pérdida del valor adquisitivo del dinero (C.C. Artículo 1.737).

Para remediar esta rigidez se puede contratar el salario 
con una cláusula de ajuste o cláusula de valor; así un salario 
cuyo monto nominal se revisa periódicamente y es ajustado 
de acuerdo con los índices de costo de vida. Se ha criticado al 
salario ajustable o con cláusula de valor, que el mismo sirve 
para aumentar las presiones inflacionarias, ya que ajusta 
automáticamente, el salario; pero, el uso de una cláusula de 
valor en períodos de inflación acelerada permite que los con­
tratos colectivos se celebran por períodos largos159.

Las cláusulas de valor aplicables al salario en su sentido 
estricto, presentan cuatro características fundamentales: 1. Au- 
tomaticidad; 2. Periodicidad; 3. Externa, fijada en base a índi­
ces generales; 4. No recíproco.

1. Automático.

La cláusula de ajuste del salario se presenta como una 
cláusula de aplicación automática, o sea que no se sujeta a una 
nueva negociación entre el patrono y el trabajador. Los norte­
americanos apuntan que el carácter automático de la aplicación 
de la cláusula de valor en el salario, en algunos casos, pueden 
provocar desajustes económicos para la empresa ya que ésta

------------  i ■ ¡
159. La a lte rn a tiv a  asom ada en la doctrina ex tra n je ra , a  la cláusula de valor 

en el con tra to  de trab a jo , es la contra tación  colectiva de duración corta , 
menos de un año. JE A N  D EN IS, La Depreciation de L’A rgent Solutions 
en D roit du T ravail Canadien, en los trab a jo s 3e la asociación H enry 
C apitan t, Volumen X X III, Istam bul 1973, 403.
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no podrá necesariamente aum entar sus precios automáticamen­
te, para compensarse contra los aumentos de costos de produc­
ción provocados por los aumentos automáticos en los salarios160. 
Pero observamos, si la cláusula de ajuste no es automática, no 
estamos frente a una cláusula de valor. Así, si para ajustar el 
salario es necesario una nueva negociación entre el patrono 
y el trabajador, la cláusula será sólo una invitación a contratar.

En Venezuela no existe disposición legal que prohíba adap­
ta r una cláusula de ajuste automático. La Ley de Trabajo (Ar­
tículo 72) permite, absoluta libertad de estipular el salario, 
requiriendo que se pague en moneda de curso legal (Artículo 
76), que el mismo no sea inferior al salario mínimo161 y que al 
igual trabajo, debe corresponder salario igual (L.T. Art. 73). 
Al establecer una cláusula de valor, de aplicación automática 
las partes están haciendo uso de su libertad de contratación, 
y más aún, al aplicar automáticamente el ajuste, el patrono 
está adaptando periódicamente su obligación a los mínimos le­
gales182.

2. Periódico.

La cláusula de ajuste debe indicar o definir períodos en los 
cuales se aplica el ajuste. El período escogido no podrá ser 
nunca inferior al período en el cual se reporta el índice o valor 
de referencia. Así, en Venezuela el Banco Central reporta 
mensualmente los índices de precios (ver supra, Sección III). Si 
se va a utilizar como índice los reportados por el Banco Cen- 
rtal de Venezuela, la cláusula deberá utilizar un período míni­
mo de ajuste mensual. En la práctica los períodos mínimos usa­
dos son de tres o cuatro meses, y períodos máximos de un 
año163. Si el período es demasiado corto, ejemplo un mes, se 
causará trastornos en la administración de la cláusula, ya que 
todo ajuste en el salario en Venezuela conlleva a ajustes en los

160. JA M ES W ILL COULTRAP, C ontracting  by reference to price Indices, 
Michigan Law Review, Volumen 33, 1935, página 693.

161. Decreto 122, supra  c ita  59.
162. C iertam ente, si el sa lario  se está  a justando  periódicam ente, se evita que 

por un a juste  en el salario  mínimo, el salario  queda por debajo del mínimo 
legal.

163. J . A. GAGNON, La D epretiation de L’A rgent, página 408.
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cálculos de las prestaciones (antigüedad y cesantía), seguro 
social e impuesto sobre la renta.

3. Valor de referencia.

Las cláusulas de valor generalmente usadas en una relación 
laboral se estructuran como cláusulas matemáticas externas, 
con referencia a los índices oficiales de costo de vida, así en 
Canadá se utilizan los índices de precios al consumidor publi­
cados por la Oficina Federal de Estadística164. En los Estados 
Unidos se usan los índices publicados en la Secretaría del Tra­
bajo165. En la Argentina se usa el índice salarial oficial de 
Peón Industrial de la Capital Federal166. En Francia en 1959 
se prohibió el uso de índices totalmente extraños a la relación 
laboral, como son referencias a índices de precios de productos 
determinado por ejemplo el costo de construcción de vivienda 
como índice aplicable a los salarios de obreros metalúrgicos167. 
En Venezuela no existe disposición que prohíba el uso de índices 
de valor en el contrato de trabajo. Los índices que ordinaria­
mente pueden usarse incluyen los índices reportados por el 
Banco Central de Venezuela. Como el propósito de la cláusula 
de valor en el salario es el conservar el poder adquisitivo del 
mismo, el índice que debe usarse es el índice de costo de vida 
para el área correspondiente a la ubicación del sitio de tra ­
bajo168.

4. Ajuste positivo.

Señalamos que la cláusula de valor puede ser recíproca,
o flotante, o sea con ajustes positivos y negativos; o, simple­
mente una cláusula de ajuste positivo. En Venezuela la cláusula 
de ajuste de salarios sólo puede ser positiva, o sea sólo puede 
aplicarse cuando en ella resulte un aumento del salario, ya que

164. J .  A. GAGNON, idem, páginas 408 y 409.
165. DAWSON y COULTRAP, C ontracting  by Reference, página 693.
166. ROBERTO O. CENTENO, L a Indexación de los créditos laborales, pág ina 93.
167. NICOLE CATALA, Les effects de la depreciation m onetaire su r les rap p o rts 

jurid iques contractuels en droif française  du trav a il, en trab a jo s de la 
Asociación H enry  C apitan t, Volumen X X III, Istam bul 1973, página 479.

168. E l Banco C entra l de Venezuela, re p o rta  m ensualm ente los Indices de 
Costo de Vida en cinco centros urbanos del país.
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una disminución del salario aún cuando ella resulte de la aplica­
ción de una cláusula de valor, constituye un despido indirecto169.

SECCION V

PRESTAMO DE SUM AS DE DINERO
i .

En el préstamo de dinero el deudor se obliga a devolver al 
acreedor una suma de dinero idéntica a la cantidad recibida. 
Así si, el acreedor entrega en préstamo al deudor la suma de 
Bs. 10.000 pagaderos en un año el deudor se compromete a 
devolver al acreedor en el plazo estipulado, y en cumplimiento 
de su obligación precisamente la suma de Bs. 10.000. Sin em­
bargo, con el proceso de inflación es posible que el acreedor 
además de la suma entregada quiera recibir una compensación 
por la pérdida de valor o poder adquisitivo del dinero original­
mente entregado, para lo cual pretenda usar una cláusula de 
valor; el deudor se puede obligar a devolver la suma de 
Bs. 10.000 más un ajuste por los índices de precios al mayor; 
exigiendo al acreedor Bs. 10.000, más 800, como ajuste en el 
valor de la suma capital debida. Además de los interses esta­
blecidos. Tradicionalmente, en el préstamo de dinero el deudor 
se obliga a devolver al acreedor una suma de dinero idéntica 
a la recibida, así si recibe Bs. 10.000 se obliga a devolver única­
mente Bs. 10.000 al vencimiento. En Venezuela, siguiendo el 
Código Civil Francés170, el principio nominalístico está consa­
grado expresamente para el caso de préstamo de dinero. Así el 
préstamo de dinero se define como el contrato por el cual la 
obligación es siempre la de restituir la cantidad numéricamente 
expresada en el contrato (C.C. Artículo 1.737).

El uso de cláusulas índices en los préstamos de dinero, ha 
provocado mucho más discusión que en otros contratos: En pri­
mer lugar, el principio nominalístico como vimos, está previsto 
precisamente para el caso de préstamo de dinero (C.C. Art. 
1.737). Además, se afirm a que el consagrar una cláusula de 
valor en el préstamo sería una negación absoluta del curso

169. Ley del T rabajo , Artículo 31.
170. Artículo 1895 del Código Civil Francés.
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legal de la moneda; si el deudor no se puede liberar de una 
obligación de pagar una suma de dinero mediante la entrega 
de una suma de bolívares equivalente a la suma recibida, se 
negaría la disposición de la propia Ley de Banco Central por la 
cual el bolívar es de obligatorio recibo (L.B.C. Art. 81) y por 
la cual el acreedor está obligado a recibir la cantidad ofrecida 
en pago (L.B.C. Art. 89). De nuevo, el argumento se basa en la 
noción de orden público económico. Finalmente, apunta nues­
tra  propia doctrina, la posibilidad de que el uso de escala móvil 
(cláusula de valor) en el préstamo de dinero podría estar en 
colisión con las normas de represión contra la usura171 específi­
camente cuando de la aplicación del índice correspondiente 
resulta el deudor obligado a pagar una suma de dinero superior 
a la suma debida más el doce por ciento anual172.

En el derecho comparado la aplicabilidad de las cláusulas 
índices en el préstamo de dinero se ha abordado de manera 
diferente, pero apuntando, al menos en la doctrina y jurispru­
dencia europea, hacia la aceptación de la cláusula índice.

(A) El préstamo y  las cláusulas de valor en el derecho 
comparado.

1. Francia173.

Como señalamos las cláusulas de valor en Francia fueron 
aceptadas expresamente por la Ley de 1959, que adoptó el 
principio de validez de toda cláusula valor siempre que la 
misma estuviera relacionada con el objeto, o el fin de la rela­
ción contractual. Hasta la aparición de la Ley de 1959, en los 
casos de préstamos de dinero la tendencia de la jurisprudencia 
francesa era la de buscar en cada caso fundamentos para negar 
la validez de la cláusula índice174. Así, para negar el uso de la 
cláusula índice en el préstamo se afirmaba que ella desnatura­
lizaba la esencia misma del objeto del contrato. El objeto del

171. KUMMEROW, El Débito Pecuniario , pág ina 69.
172. E l decreto de Represión con tra  la U sura  prohibe la estipulación de in te ­

reses superiores al 1% m ensual (12% a n u a l) , Decreto 247 de 1946, A rtículo 1.
173. Sobre el uso de escala móvil an tes de la ordenanza de 1959, ver D. ESM EIN , 

L ’p re t d’a rg en t avec clause de echelle mobil, 1951, citado en DOUCET, 
L ’Indexation.

174. Ver BORIS STARCK, Obligations, P a rís  1972, página 442 y siguientes.
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préstamo es precisamente el de restituir una suma numérica­
mente idéntica a la recibida.

La conclusión actual de la jurisprudencia y doctrina fran­
cesa es que la norma del artículo 1.895 del Código Civil francés 
(Artículo 1.737 del Código Civil venezolano) donde se establece 
el principio nominalístico, no impide o prohíbe el uso de cláu­
sulas índices o de ajustes en el préstamo de dinero175. Acep­
tando así la aplicación de las cláusulas índices en el préstamo de 
dinero, la doctrina francesa afirma que el legislador se ha 
visto obligado a tolerar las estipulaciones contablemente 
usuarias176.

Con la Ley de 1959 la jurisprudencia francesa parece haber 
descartado la objeción a la cláusula de escala móvil en el 
préstamo, siempre que el índice escogido guarde una relación 
con el objeto del contrato, o con la actividad de una de las 
partes177. En realidad el índice nunca guarda una relación di­
recta con el objeto del contrato; el objeto en el préstamo con­
siste exclusivamente en el dinero (C.C. francés, Artículo 1.895), 
debiendo referirse a las actividades de las partes en la rela­
ción. Así, se acepta una cláusula índice en base al valor del 
trigo, en un préstamo agrícola.

Esta relación con el fin contractual o, con la actividad de 
una de las partes, se ha llevado a extremos, así, el profesor 
Esmein afirma que tiene relación directa con el fin de contrato 
cuando el índice va referido a los bienes o productos que el 
deudor va a adquirir con los fondos provenientes del présta­
mo178. Tendrá valor un índice basado en el precio del trigo, 
si el deudor usa los fondos provenientes del crédito precisa­
mente para comprar una cantidad de trigo.

2. Italia.

El nuevo Código Civil italiano regula el préstamo de dine­
ro en disposición separada del principio nominalisto (C.C. ita­
liano, Artículo 1.277); a diferencia de lo que sucede en Vene­

175. R. SAVATIER, La Théorie des obligations, P a ris  1972, pâgina 112.
176. R. SAVATIER, La Theorie des obligations, pâgina 113.
177. DOUCET, L’indexation, pâgina 164.
178. P. ESM EIN , nota en J .C .P .  1961.
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zuela donde el principio nominalístico está consagrado preci­
samente para el préstamo. El Artículo 1.913 del Código Civil 
italiano define el mutuo como el contrato por el cual una parte 
entrega a la otra determinada cantidad de dinero, y ésta se 
obliga a restituir otras tantas de la misma especie. Tanto para 
el préstamo de dinero, así como para todas las demás obliga­
ciones pecuniarias, el artículo 1.277 del Código Civil italiano 
establece que éstas se extinguen con moneda que tenga uso 
legal en el estado al tiempo del pago y por su valor nominal.

Esta separación del principio nominalístico del préstamo de 
dinero, permite mayor amplitud y flexibilidad para aceptar la 
cláusula índice en el préstamo, y el nominalismo, al menos en 
la estructura del Código, no es de la esencia misma del prés­
tamo.

La doctrina italiana ha adoptado una posición amplia, acep­
tando que a la obligación pecuniaria se extienden todos los 
principios generales de derecho. Así afirmando la misma, que 
no existe fundamento para tra ta r a la obligación pecuniaria 
de manera diferente a cualquier otro contrato179.

La Doctrina italiana hábilmente afirma, que al restar los 
efectos adversos del nominalismo sobre el préstamo de dinero, 
el contrato de mutuo está sujeto a los principios generales en 
materia de obligaciones y contratos, y que la disposición del 
Art. 1.277, l 9 (C .C . italiano, Artículo 1.277), no resta a este 
contrato, de las demás disposiciones del Código Civil. Considera 
la doctrina italiana que el artículo 1.277 del C.C. italiano que 
establece el principio nominalístico, no es una norma contraria 
al artículo 1.467 ejusdem que permite la resolución anticipada 
por excesiva onerosidad180.

3. Otra doctrina continental europea. (Doctrina belga 
y  española).

Sin aparentemente mayor discusión tanto, la doctrina belga 
como la doctrina española, coinciden en señalar la posibilidad 
del uso de cláusulas índices en el préstamo de dinero. Así en

179. T. SIM ONETTO, Los con tra tos de crédito, página 476.
180. Idem.
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Bélgica se afirma la aceptación de la cláusula de ajuste en los 
casos de préstamos de dinero con hipoteca181, criterio aceptado 
por la jurisprudencia. En España se cita el caso de aplicación 
de una cláusula índice en un préstamo hipotecario a largo plazo 
donde las cuotas de capital eran ajustables periódicamente182.

4) Suiza

El préstamo de dinero se define en el artículo 312 del Código 
Suizo de obligaciones como “el contrato por el cual el presta­
mista se obliga a transferir la propiedad de una suma de dinero 
al prestatario con la obligación de éste devolver otro ta n to .. . ”. 
Contrario a la aplicación de cláusula de valor al préstamo de 
dinero, la doctrina suiza afirma que en el caso de préstamo de 
dinero el pago se efectúa siempre al valor nominal fijado a la 
fecha del nacimiento del préstamo183. Así, la obligación del 
deudor derivados el préstamo en el sentido expresado en el 
artículo 312 del Código Suizo de obligaciones, no pueden estar 
jamás sujetas a una cláusula índice184 conclusión seguida por 
la propia jurisprudencia suiza186 y que igualmente se extiende 
al depósito bancario. Aparentemente esta conclusión se funda­
menta en que es contrario a la naturaleza misma del préstamo 
el que el deudor se obligue al pago de suma numéricamente 
diferente a la contratada.

5) Doctrina y  Jurisprudencia Norteamericana

Como vimos, la doctrina norteamericana ha criticado por 
su tendencia inflacionaria, el uso excesivo de las cláusulas de 
valor, pero observando una tendencia a su aceptación188, aún 
en el caso del préstamo de dinero. Por el contrario, la jurispru­
dencia estatal norteamericana tiende a negar el uso de toda 
cláusula de valor en el préstamo de dinero.

181. H. DE PAGE, D roit Civil, Tomo IV.
182. Ver PUIG BRUTAU, Derecho civil, Tomo I, V. II, página 396.
183. B. STANDER, La D épréciation M onetaire su r le rapports Jurid iques con­

tractuels en D roit Commercial Suisse, en trab a jo s de la Asociación H. 
C apitant, Tomo X X III, Istam bul, 1973, página 750.

184. Idem.
185. Idem.
186. ROSSEN, P ro tecting  contracta from  infla tion , página 380.
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La Corte Suprema del Estado de Tenessee concluyó que 
ninguna institución financiera, está autorizada para aplicar 
cláusula índice alguna, a la obligación de pagar el monto capital 
de un préstamo187. El Banco Planters National Bank en Julio 
de 1974 otorgó un préstamo a Aztec Co. por la suma de US$50.000, 
con la obligación del deudor (Aztec) de devolver la suma capital 
expresada de US$50.000, más un ajuste en el valor de la misma 
de acuerdo con la inflación así como intereses a la tasa del 10% 
anual, tasa que correspondía a la tasa máxima permitida por 
las normas de represión contra la usura. En el contrato se esta­
bleció expresamente que “el monto capital debido derivado 
del préstamo sería igual al valor principal original (US$50,000), 
multiplicado por el factor de ajuste de precios al consumidor. 
El factor de ajuste se calculará dividiendo el índice de precios 
al consumidor a la fecha del vencimiento entre el índice de 
precios al consumidor a la fecha del contrato. . .  Los índices de 
precios al consumidor serán los reportados por la secretaría de 
trabajo de los Estados Unidos188.

Ciertamente la cláusula está redactada con dos precauciones 
tomadas con cuidado: En prim er lugar el ajuste o cláusula de 
valor sólo se aplica al monto capital y no a los intereses. Los 
intereses en este caso se calcularán sobre el monto original­
mente recibido (US$50.000), y no sobre el monto que resultó 
después de aplicar la cláusula de ajuste de valor. Esta redac­
ción aparentemente buscada para no ofender las leyes corres­
pondientes contra la usura.

En segundo lugar, los índices escogidos son índices externos 
(cifras reportadas por la secretaría de trabajo) y de aplicación 
recíproca. Obsérvese que si durante el período hubiera ocurrido 
una baja en los índices de precios al consumidor el monto capi­
tal debido hubiera sido inferior.

La Corte se fundamentó para negar la aplicación de la 
cláusula índice en dos argumentos diferentes. En prim er lugar 
consideró que todo aumento en el valor capital que el deudor 
se obliga a devolver derivado de un préstamo, aun cuando su 
propósito sea compensar al acreedor por la pérdida del valor

187. Aztec P roperty  company con tra  Union P lan te rs  N ational Bank, en Reportes 
Federales, 2* sección. Tomo 530, página 576 (530 F .S .  756).

188. Aztec Property  Company, página 757,
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adquisitivo en la moneda, constituye intereses sobre la suma 
prestada189.

En este caso, los intereses convencionales se habían fijado 
al 10% anual, lo cual constituía el máximo permitido por las 
leyes de represión contra la usura en el estado de Tenessee, 
por lo cual la aplicación de la cláusula valor constituía un 
interés adicional superior al permitido en la Ley.

Recientemen la misma Corte Suprema de Tenessee reafirmó 
que interés incluye toda compensación por el uso de dinero. En 
segundo lugar, la Corte expresó que en todo caso las normas 
federales que establecen el curso del dólar no permiten el uso 
o la aplicación de cláusulas índices o de valor a los préstamos 
de dinero. La Ley de 1933, conocida como la resolución de la 
cláusula oro, establece entre otros, que toda obligación debe ser 
cumplida pagando dólar por dólar190. Al llegar a esta conclusión 
la Corte, se tomó el cuidado de no sobre entender el concepto 
de curso legal y extender su prohibición a otros contratos, así 
expresamente aceptó como válidas las cláusulas de valor en otros 
contratos distintos al préstamo de dinero incluyendo contratos de 
arrendamiento, incluyendo el arrendamiento industria, así como 
sobre sueldos y salarios191.

Una tendencia similar se observó en los casos decididos en 
la década de los treinta donde, la propia Corte Suprema de los 
Estados Unidos negó la aplicación de cláusulas de valor alter­
nativo moneda extranjera utilizadas en emisiones de obliga­
ciones, expresando que las mismas contradicen el principio que 
las obligaciones se pagan dólar por dólar192, criterio aún no 
revocado por la Corte.

6. Venezuela.

El préstamo de dinero o mutuo está regulado en los artícu­
los 1.735 al 1.748 de nuestro Código Civil, donde se define como

189. Aztec P ro p erty  Company, página 759.
190. Ver “jo in t congressional resolution” , citado en Aztec Co., página 76. E sta  

resolución fue parcialm ente m odificada en 1973 incluyendo eliminación de 
la prohibición a  la tenencia de oro por ciudadanos norteam ericanos.

191. Aztec Company, página 761.
192. Ver G uaran ty  T ru s t Co. con tra  Henwood, en reportes de la Corte Suprem a, 

volumen 307, pág ina 247 (307 US 247 (1939) y Bethlehem Steel con tra  
Zurich Inscn Co., en reportes de la Corte Suprem a, volumen 307, pág ina 265, 
307 VS 265, 1939.
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el contrato por el cual una de las partes entrega a otra cierta 
cantidad de dinero con cargo de restituir una cantidad num éri­
camente idéntica a la expresada en el contrato (C.C. Artículos
1.735 y 1.737). Esta definición corresponde a la definición tra ­
dicional del Derecho Civil, y  consagra como ya señalábamos, 
el principio nominalístico expresamente para el préstamo de 
dinero.

Cuando se establece en el contrato de préstamo una cláu­
sula de valor básicamente el deudor, contrario a lo establecido 
en el ya citado artículo 1.737 de nuestro Código Civil, se está 
obligando a restituir, al acreedor además del posible pago de 
intereses una cantidad principal (o capital) de dinero distinta 
a la cantidad recibida. Observemos sin embargo, que nuestro 
Código Civil no obliga al deudor a restituir la cantidad “reci­
bida” sino a restituir la cantidad “expresada en el contrato”193, 
cuando el principio nominalístico es devolver cantidad idéntica 
a la recibida. En Venezuela las obligaciones del deudor deriva­
das del préstamo de dinero están regulados en cuatro disposi­
ciones diferentes: (a) El principio nominalístico ya mencio­
nado, (b) La norma del artículo 1.277 del mismo Código Civil 
según la cual, a falta de convenio, el deudor en caso de incum­
plimiento de una obligación expresada en dinero está obligado 
al pago de intereses: (c) La Ley de Banco Central donde se 
establece que los billetes emitidos por el Banco Central serán 
recibidos a la par y sin limitación alguna en el pago de obliga­
ciones públicas y privadas (L.B.C. Artículos 79, 81 y 89); (d) 
Las normas en materia de usura donde se establecen los lími­
tes al monto de intereses que se pueden recibir en compensa­
ción de un préstamo de dinero.

No existe jurisprudencia nacional que haya tratado direc­
tamente el tema de las cláusulas de valor en el préstamo; 
nuestra doctrina se ha limitado a observar que el posible choque 
de una cláusula de valor en el préstamo con las normas contra 
la usura194. En nuestra opinión las cláusulas de valor son per­
fectamente válidas para el préstamo de dinero en Venezuela. 
En prim er lugar, el principio nominalístico no es una norma de 
orden público. Así, nuestra doctrina menciona el préstamo con

193. E n  un sentido igual el Código Civil Francés, Artículo 1895.
194. KUMMEROW, el Débito Pecuniario, página 46.
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premio, o sea donde el deudor se obliga a devolver al acreedor 
una suma mayor que la recibida en lugar del pago de intereses195.

Además, como vimos (supra, sección IV) el mismo Código 
Civil exceptúa el rigor del nominalismo para ciertos contratos 
como en la venta, no vemos razón alguna para no atenuarlos o 
para tra ta r con más rigor en el préstamo de dinero.

(B) Ajustes en el monto capital del préstamo, el uso de 
cláusulas de convertibilidad.

El monto capital del préstamo puede ser ajustado median­
te cualquiera de los mecanismos vistos: cláusulas internas o 
cláusulas externas, inclusive cláusulas especies. Para la doctri­
na francesa la cláusula de valor en el préstamo será interna 
cuando el valor de referencia tenga alguna relación con la 
actividad económica que realiza el deudor, y a la cual va a 
aplicar los fondos objeto del préstamo; Como sería el caso de 
un préstamo a un agricultor de sorgo, ajustable por el valor de 
una cantidad determinada de sorgo a la fecha del pago. Las 
cláusulas externas pueden ser cláusulas matemáticas, por ejem­
plo un préstamo donde el deudor se obliga a devolver al acree­
dor la suma recibida ajustada de acuerdo a los índices gene­
rales de precios al mayor reportados por el Banco Central; o una 
cláusula especie no relacionada con la actividad del deudor, 
como han sido los casos de préstamos con valor oro y las cláusu­
las valor moneda extrajera (ver supra, sección VI, sobre el uso 
de cláusulas oro).

Las dos fórmulas más comunes son las cláusulas de valor en 
moneda extranjera, y las cláusulas de convertibilidad. En las 
cláusulas valor moneda extranjera el deudor se obliga a devol­
ver al acreedor moneda de curso legal equivalente a moneda 
extranjera a la fecha de pago. Así, el deudor de una obligación 
de Bs. 225 se obliga a pagar al acreedor el valor en bolívares 
de cien (100) Marcos Alemanes. Aún cuando las cláusulas valor

195. AGUILAR, C ontratos, página 395. Si se perm ite el préstam o con premio, 
se acepta que el principio de devolver bolívar por bolívar, no tiene que 
necesariam ente aplicarse al préstam o de sumas de dinero. U na confirm a­
ción del uso del préstam o con punto, y, por ende, una derogación del p rin ­
cipio nom inalístico, fueron las conocidas Sociedades de capitalización que 
operaron en la derogada Ley de bancos.
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moneda extranjera se han usado en todo tipo de contratos se 
encuentran más frecuentemente en el caso de préstamos de 
dinero y su validez en Venezuela es indiscutible196.

Las cláusulas de convertibilidad son aquellas donde el deu­
dor da al acreedor un derecho de convertir su derecho de crédito 
en un derecho de participación en la empresa del deudor197. La 
cláusula de convertibilidad en el préstamo de dinero, se pre­
senta en las obligaciones o bonos convertibles emitidos por 
Sociedades Anónimas y las cuales están previstas expresamente 
en la Ley de Mercado de Capitales (L.M.C. Artículos 30 al 32). 
En la obligación convertible el tenedor del bono (acreedor) 
puede exigir alternativamente a la Sociedad emisora, el pago de 
la suma de dinero prestada, o la conversión de su derecho de 
crédito en acciones comunes (Derechos de participación) de la 
propia Sociedad emisora.

El acreedor (tenedor) de un crédito convertible va a optar 
por convertir su crédito en acciones, en todos aquellos casos 
donde el valor de las acciones comunes sea superior al valor del 
crédito. El efecto básico del derecho de conversión es el de 
revalorar el crédito en aquellos casos donde el valor de las 
acciones comunes haya subido198.

Además del bono convertible, en Venezuela las sociedades 
financieras han venido usando la figura del crédito convertible 
o sea, un crédito a mediano y a largo plazo donde, la sociedad 
prestataria de los fondos, se reserva la facultad de convertir 
parte o todo su crédito en acciones del prestatario199.

El crédito convertible se comporta técnicamente algo dife­
rente que la cláusula de valor ordinaria. En la cláusula de valor 
ordinaria el valor está “in obligationem” pero, no “in solutio- 
nem”, el deudor se libera devolviendo al acreedor una suma de 
dinero representativa del valor de referencia pero no el valor 
mismo. En cambio, en el crédito convertible el deudor se obliga 
a entregar al acreedor no dinero sino la cosa misma represen­
tativa del valor, o sea las acciones o títulos representativos del

196. V er, JA M ES OTIS RODNER, Obligaciones en Moneda E x tra n je ra , C ara­
cas 1978, Sección III.

197. V er JA M ES OTIS RODNER, Obligaciones Convertibles, Revista de la Bolsa 
de Valores de Caracas, Nos. 349 y 356 (1976-1977), Sección III.

198. Idem, Secciones I I I  y IV.
199. Idem, página 3.
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valor mismo. De aquí que en el crédito convertible el valor está 
tanto “in obligationem” como “in solutionem”200; el deudor se 
libera entregando al acreedor las acciones o títulos representa­
tivos del derecho de participación.

(C) Cláusula de interés variable.

En el préstamo de dinero, el interés consiste en pago perió­
dico que el deudor hace a su acreedor por el uso de una suma 
de dinero201.

Como un aditivo al concepto de valor en el préstamo de 
dinero, se ha venido institucionalizando el uso del llamado in­
terés variable, o ajustable: el deudor de una suma de dinero se 
obliga a pagar al acreedor, intereses semestrales, y correspon­
dientes a una suma equivalente al interés corriente en el mer­
cado para cada fecha de pago. Si el interés corriente en el mer­
cado aumenta, el interés debido por el deudor se ajusta positiva 
o negativamente. La tasa de interés variable afecta solamente 
el monto de interés y no el valor capital, y va dirigida a un 
ajuste de éste a las tasas corrientes para la fecha correspondien­
te al pago de los mismos intereses.

El interés variable o ajustable, se usa ordinariamente en 
líneas de crédito a largo plazo (más de un año), para perm itir 
estructurar los costos del dinero con tasas a corto plazo, así un 
préstamo a cinco años donde el acreedor no desea prefijar el 
rendimiento. En el interés fijo, el deudor se obligaba frente a 
su acreedor, a pagarle un porcentaje fijo del saldo capital por 
una tasa predefinida e invariable de intereses, aplicable durante 
toda la duración o plazo del préstamo. El concepto de tasa fija se 
encuentra en el Código de Comercio para el caso de letras de 
cambio (Artículo 414); así como, en el Código Civil para el 
cálculo de interés legal. La tasa fija de intereses responde a un

200. La obligación es a lte rn a tiv a , el deudor puede escoger en tre  exigir el pago 
de la suma de dinero, o convertir su crédito en acciones.

201. NUSSBAUM , Money in the Law, página 157. La definición de in terés 
en la D octrina española es m ás am plia, ver supra, in te rés en la cláusula 
de valor, sección II I  (E ) .  E n la  D octrina española se agrega que el in terés 
es proporcional (representado m atem áticam ente como un porcentaje de una 
suma c a p ita l) ; y que por la  aplicación del mismo (el in te rés) no se a lte ra  
la suma capital. E l in te rés variable es aquel que no corresponde a una 
tasa  f ija  (porcen taje  predefinido) sino, por el contrario , a una tasa  
ajustable.
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período de estabilidad monetaria, si el acreedor no prevé cam­
bios sustanciales en el mercado de créditos durante el plazo 
del préstamo, puede predicar con relativa certeza el valor de 
mercado de los intereses y responde mediante el uso de intereses 
fijos.

En la cláusula de interés variable el deudor se obliga a 
pagar al acreedor por concepto de intereses un porcentaje va­
riable periódicamente, de acuerdo con referencia a los intereses 
de mercado.

El interés variable se ajusta periódicamente, generalmente 
en la fecha en las cuales el deudor se obliga a pagar intereses 
a su acreedor. Tanto nuestro Código Civil como el Código de 
Comercio, hablan de intereses corrientes para distinguirlos de 
intereses fijos. El Código Civil, Artículo 1.746, establece que el 
interés convencional no puede exceder el interés corriente al 
tiempo de la convención; El Código de Comercio, Artículo 108, 
establece que las obligaciones de dinero exigibles, devengarán 
salvo convenio, el interés corriente. El interés corriente en el 
sentido del Código Civil y el Código de Comercio, es un interés 
no ajustable, pero corriente en el sentido de no predefinido o 
prefijado en la Ley; (como sucede con el interés legal y los 
intereses máximos que responden a porcentajes fijos). En con­
traste el interés variable o ajustable, no permanece igual du­
rante la vida del préstamo, sino más bien, se ajusta periódica­
mente independientemente de la tasa que prevalezca en el 
mercado.

En Venezuela no existe disposición legal alguna que prohíba 
en el préstamo de sumas de dinero el uso de intereses ajusta- 
bles periódicamente. El Código Civil al referirse al interés con­
vencional para prever un interés no ajustable durante la vida 
del crédito, habla de un límite en el interés convencional 
equivalente al 50% del interés corriente a la fecha de la 
convención, refiriéndose o presumiendo que el interés conven­
cional permanecerá fijo durante toda la vida del contrato de 
préstamo (Código Civil, Artículo 1.746), pero esta forma de 
redacción no implica una prohibición del uso de intereses ajus- 
tables. Recientemente el Banco Central de Venezuela adoptó
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el concepto de interés variable para los préstamos de los Bancos 
Comerciales y Sociedades Financieras202.

Según la reglamentación del Banco Central, los Bancos Co­
merciales y las Sociedades Financieras cobrarán intereses en 
base a una tasa de referencia, revisable periódicamente por el 
mismo Banco Central. Las revisiones correspondientes son men­
suales. Después de cada revisión los Bancos podrán reajustar 
los intereses cobrados a sus clientes para aplicarles la nueva 
tasa fijada por el Banco Central.

Estructura de una tasa de interés variable.

(a) El interés es proporcional: Al igual que el interés fijo, 
el interés variable o ajustable es siempre proporcional al valor 
capital prestado203 y matemáticmente se define como un porcen­
taje del valor del capital aplicado en relación a la duración del 
préstamo. Dentro del concepto de cargo proporcional se exclu­
yen cargos fijos, pero se incluyen cargos proporcionales como 
comisiones calculadas sobre el monto total del crédito, esto es 
la llamada en la doctrina francesa tasa efectiva global204. P rin­
cipio adoptado en Venezuela en materia de crédito externo205, 
pero no para los créditos de la Banca Comercial.

(b) Tasa de referencia. El interés variable se define como 
partes de porciento por encima de o en relación con una tasa de 
referencia. Así se cargarán intereses a razón de un dos por 
ciento (2%) por encima de los intereses corrientes en el mer­
cado. La tasa de referencia generalmente va relacionada con 
tasas aplicables a operaciones de crédito similares, por ejemplo 
un crédito bancario que cargue a un cliente intereses a razón 
de un uno por ciento por encima de los intereses que los demás 
bancos comerciales están cobrando a clientes similares o por 
encima de una tasa oficial de referencia como se hace en Ve­
nezuela. El caso tipo de tasas de referencia son las tasas inter-

202. Banco C en tra l de Venezuela, Resolución Enero 1979.
203. Ver, R. RODIERE y J . B. RIVES-LANGES, D roit B ancaire, 10’ edición, 

P a rís  1975, página 295 y siguientes. El concepto de proporcional excluye 
de la definición de in te rés cargos o costos de créditos que no corresponden 
a un porcen taje  del valor capital.

204. Ver ANDRE JACQUEM ENT, L’emmi-sion des em prun t E uro  obligatoires, 
P a rís  1976, página 260 y siguientes.

205. Decreto 2.024 (Noviembre 1977), Reglamento de Inversiones E x tran je ra s , 
A rtículo 52.
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bancarias de Londres (Libor). En el mercado de euro crédito, los 
intereses se fijan con referencia a las tasas a las cuales el Banco 
prestatario recibe préstamos de otros bancos en el mercado a 
la fecha de referencia. Una variante es el caso de préstamos 
sindicados por varios bancos donde la tasa de referencia es 
generalmente, la media de varias tasas cotizadas para una fecha 
por varios bancos denominados bancos fijadores de la tasa206. 
En casos de préstamos grandes, el deudor y el acreedor escogen 
de mutuo acuerdo, un banco o varios bancos de referencia y 
calculan la tasa promedio que estos bancos usan para créditos 
similares207.

Otro mecanismo para definir la tasa de referencia está 
previsto en el Código Civil y en el Código de Comercio donde 
se habla de la tasa corriente (C.C. Art. 1.746, C. de C. Artículo 
108). La tasa corriente evidentemente representa un problema 
en su determinación por la multiplicidad de factores que entran 
en su composición. A diferencia de lo que sucede con las tasas 
interbancarias que responden a las tasas de ciertas y determi­
nadas instituciones, la tasa corriente es el producto de tasas 
bancarias, comerciales, para operaciones de diversas naturalezas.

En Venezuela el uso de tasas de referencia está previsto 
expresamente para los casos de créditos externos208 en la tasa 
corriente, en los casos ya expresados en el Código Civil y el 
Código de Comercio (supra), así como las recién establecidas 
tasas de referencia del Banco Central209.

Cuando se usa tasas de referencias la obligación del deudor 
de pagar intereses, no está determinada al momento del naci­
miento de la obligación, pero es perfectamente determinable210.

Conclusión de la Doctrina Francesa, perfectamente aplica­
da a las obligaciones con referencias a tasas interbancarias.

206. Los Bancos fijadores de intereses ( ra te  se ttin g  banks), son escogidos den­
tro  del grupo de prestam istas.

207. Como ejemplo en la emisión de la Sociedad de Ferrocarriles Franceses, 50 
millones de dólares, febrero 1977, el in te rés se  fijó  en base a la ta sa  pro­
medio ofrecida por B arclays Bank, Commerzbank, C ontinental Illinois Bank 
y  C red if Lyonais (Bancos fijadores de in te rés) a las 11 a. m. de la fecha 
de fijación de intereses a  otros Bancos de prim era  en el mercado de euro- 
dólares. Ver Prospecto, pág ina 6.

208. Decreto 2.024, A rtículo 52.
209. Ver sup ra , N9 202.
210. Conclusión de la doctrina F rancesa, JA CQUEM ENT, E m prunts Euro- 

Obligatoire, página 260.
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La única limitación que encontramos en nuestra Ley al uso 
de intereses variables es que esto no pueden exceder en más 
(C.C. Art. 1.746) de un cincuenta por ciento las tasas de refe­
rencia. Se puede establecer un préstamo con intereses a razón 
de un dos por ciento (2%) por encima de las tasas interban- 
carias de Londres, siempre que éstas sean superiores al 4% 
por año.

Si las tasas base de referencia son de ocho por ciento (8%), 
la tasa variable nunca podrá exceder en una mitad (cuatro 
por ciento, 4%) la tasa de referencia, o sea en el ejemplo el 
interés variable nunca podrá ser superior al doce por ciento 
(12%).

c) Fecha de referencia: La estructura de la tasa de referen­
cia requiere una fecha de referencia. El Código Civil al refe­
rirse al uso de tasas corriente usa como fecha de referencia la 
fecha de convención (C.C. 1.746). El Código no distingue los 
casos en los cuales, la convención tenga una fecha diferente a 
la fecha de recepción de los fondos, por la cual a falta de fija­
ción de una fecha determinada se usará la fecha del contrato. 
El Código Civil tampoco distingue como sí sucede en los euro- 
créditos si la fecha de fijación coincide con la fecha de pago 
de los intereses. En los eurocréditos, si en un préstamo los 
intereses son pagaderos cada 30 días, los intereses se ajustarán 
cada 30 días, y la fecha de pago de los intereses vencidos se 
usará como fecha de referencia para la fijación de los intereses 
para el nuevo período. En los eurobonos la precisión llega al 
extremo de fijar tanto la fecha como la hora de aplicación de la 
tasa.

SECCION VI

CLAUSULAS VALOR ESPECIE

En la cláusula “valor especie”, el deudor se obliga a entre­
gar en cumplimiento de su obligación, una cantidad de dinero 
equivalente a el valor de determinada especie (Ver Supra, sec­
ción II); el deudor fija el “quantum” de su obligación en base 
al valor de un bien (trigo, carbón, etc.), pero cumple su pres­
tación mediante la entrega de una suma de dinero.
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Las cláusulas valor especie también denominadas cláusulas 
pago en mercadería, se han definido como aquellas donde la 
cuantía de la deuda se fija en determinados bienes que no han 
de ser objeto de la prestación que el deudor ha de ejecutar, sino 
que han de servir de base para convertirlos en la suma de 
dinero, cuyo pago efectivo extinguirá la obligación211. La cláu­
sula especie como toda cláusula de valor, es una estipulación 
donde la obligación del deudor está definida de acuerdo a un 
valor de referencia; en la cláusula índices matemáticos la 
obligación se define de acuerdo a un número estadístico (índice 
general de precios); en la cláusula especie por el contrario, la 
obligación va referida a una cosa o bien genérico (valor del 
trigo, sorgo, del maíz, del oro). Las partes escogen un bien de 
valor fluctuante y fijan su obligación de acuerdo al valor que 
el mercado le atribuye a ese bien.

Las cláusulas especies se pueden comportar como ajustes 
internos o externos al contrato; el ajuste será interno; si el 
deudor de un préstamo agrícola para la siembra de sorgo, se 
obliga a devolver dinero equivalente al valor del sorgo a la fecha 
de pago; por el contrario la cláusula será externa, si un deudor 
de un canon de arrendamiento de una vivienda, se obliga a pagar 
el valor de 100 gramos de oro mensual.

La validez de las cláusulas especie dependen fundamental­
mente del tipo de especie utilizado como referencia. Así fue el 
caso dél uso de las cláusulas valor oro en los Estados Unidos 
hasta 1971 donde la tenencia del oro estaba prohibida, por lo 
cual la referencia del valor de una obligación al valor oro im­
plicaba una fórmula contraria a la prohibición del comercio 
en el oro212. Si bien, el objeto de la prestación del deudor en

211. PU IG  BRUTAU, Derecho Civil, Tomo I, V, II, página 395. La doctrina 
a rg en tin a  agrega a esta  definición, como advertencia, que en la  cláusula 
especie, o cláusula m ercadería el deudor no se obliga a e n tre g a r  especie 
a lguna. P . CAZAUX, TRIGO REPRESA S, Obligaciones, Volumen I, p á ­
g ina  801. Según CAZAUX y TRIGO, un sector de la doctrina a rg en tin a  
sostiene que la cláusula m ercadería es su s titu tiva  del pago en dinero por 
el pago de determ inado producto. Idem. Lo cual no corresponde a la form a 
en que operan dichas cláusulas.

212. Ver Caso G uarn ty  T ru s t con tra  Henwood, 307 U .S . 247, 1939. La validez 
de las cláusulas oro aún es discutible en los E stados Unidos.
Sobre la validez de la cláusula oro en Estados Unidos, a p a r tir  de la reso­
lución de 1933, ver NUSSBAUM , Com parative and In tern a tio n a l Aspects 
of Am erican Gold Clause abrogation, en Yale Law Journa l, Volumen 44 
(1934), página 56.
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las cláusulas de valor nunca es la natura misma (oro moneda 
extranjera, especie) sino una suma de dinero representativa del 
valor de la especie de referencia; una obligación que tiene como 
objeto de referencia una cosa u objeto fuera del comercio es 
nula213.

Así en Francia se presentaba el problema de la validez del 
uso de cláusula de valor moneda extranjera: los controles de 
cambio prohíben el comercio en moneda extranjera entre fran­
ceses; por lo cual, la jurisprudencia hasta recientemente, soste­
nía la nulidad de las mismas. (Ver infra, b).

Desde un punto de vista práctico, es evidente que la cláusula 
especie presenta el problema de la escogencia de una especie 
adecuada para poder medir las obligaciones del deudor. En 
muchos casos se utilizan especies que pueden tener variaciones 
en los mercados ya sean de tipo positivo o negativo así como, se 
han presentado últimamente con el caso del café en los mer­
cados mundiales. También es difícil establecer una definición 
adecuada de la cualidad misma de la especie sobre la cual se 
está contratando; si el deudor se obliga a pagarle al acreedor 
el valor de una tonelada de trigo será necesario conocer la 
cualidad del trigo a la cual se obliga el deudor; en el mismo 
sentido un deudor que se obliga al pago del valor de un kilogra­
mo de uva deberá distinguir si está hablando de uva de primera 
o uva de segunda, si la uva es tipo rojo, tipo para vinificación 
o uva para uso doméstico.

En nuestra opinión, estos problemas prácticos agregados al 
hecho de que en muchos casos el género utilizado como refe­
rencia no tiene relación directa con el contravalor que está 
prestando el acreedor al deudor, ha limitado modernamente el 
uso de las cláusulas valor especie.

Las cláusulas especies incluyen: la cláusula valor oro, las 
cláusulas valor moneda extranjera y las cláusulas especie en 
un sentido estricto, o cáusula valor mercadería.

213. V er in fra , sección IV. La nulidad proviene no de una ilicitud en el objeto 
o prestación, sino de una ilicitud en la causa. Ver MADURO, Obligaciones, 
Secciones 892 al 899.
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( A )  L a  c l á u s u l a  v a l o r  o ro

En la cláusula oro, el valor de la obligación del deudor va 
referida a una cierta cantidad de oro, y se ha definido como la 
cláusula por la que se obliga el deudor no precisamente a pagar 
piezas de oro, sino en monedas de curso legal, pero determinada 
la cuantía del pago por el valor que en el momento de cumplir la 
obligación alcance la suma del oro”214.

Desde un punto de vista contractual, el propósito de la cláu­
sula valor es asegurar una cantidad de moneda de curso legal 
equivalente al valor del oro prometido a la fecha215. La cláusula 
oro fue muy popular durante los años 30 habiéndose utilizado 
en un gran número de emisiones de obligaciones de los merca­
dos internacionales. Similar a la cláusula oro ha sido también el 
uso de la cláusula plata o cláusulas referencias a otros metales.

La cláusula oro no constituye una cláusula de entrega de 
barras metálicas ni un préstamo en monedas de oro determina­
das, por lo cual, no se les aplican los principios consagrados 
en los artículos 1.738 y 1.739 del Código Civil216: el deudor no 
está obligado a devolver barras de la misma calidad y cantidad 
(C.C. 1.739), ni a restituir la misma especie (C.C. 1.738). Las 
cláusulas valor oro siempre se van a leer de manera restringida, 
para que un tribunal concluya que las partes han pactado un 
pago en valor moneda oro, tiene que existir una estipulación 
expresa de las partes. (C.C. 1.738), principio que se extiende a 
la estipulación barras metálicas217.

214. CASTAN TOBEÑAS, citado por PU IG BRUTAU, Derecho Civil, Tomo I .V .2 ., 
página 391.

215. A. NUSSBAUM.
216. El artícu lo  1.738 de nuestro Código Civil establece como excepción al 

principio nom inalístico (A rtículo 1.737), el préstam o de monedas de oro 
o p la ta  determ inadas, cuando se ha estipulado que la restitución se haga 
en la misma especie de moneda y en igual cantidad. Si no se pueden encon­
t r a r  las monedas o si están  fu e ra  de circulación, si su valor intrínseco se 
ha alterado, el deudor deberá devolver el valor intrínseco que ten ían  las 
monedas en la época del préstam o. El a rtícu lo  1.739 establece a su vez, 
que si el préstam o consiste en b a rra s  m etálicas o en fru to s, el deudor 
no debe re s titu ir  sino la misma cantidad y calidad recibida. M odernam ente, 
el préstam o en moneda específica, o en b a rra  m etálica es poco frecuente.

217. L a Ju risprudencia  C ontinental E uropea, así como la Jurisp rudencia  B ritá ­
nica, exige un lenguaje expreso y  claro, ver F . MANN, The Legal aspects 
of money, pág ina  124. A fa lta  de lenguaje expreso una estipulación oro 
•se va a leer como una  estipulación valor oro (calculado sobre el valor oro 
pero pagado en d inero), y no una estipulación b a rra s  m etálicas.
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La utilidad de la cláusula oro modernamente es de valor 
dudoso, desde que el dólar americano dejó de fijar su valor con 
referencia al oro el valor de éste ha subido desde 35 dólares la 
onza a más de 275 dólares la onza217bls. El problema con el oro es 
que el oro se está comportando modernamente como una mer­
cadería ordinaria y está sujeto no solamente a alzas sino igual­
mente a bajas en su valor. En un período de un año el valor del 
oro subió a US$242 la onza retrocediendo de nuevo US$195 la 
onza, y subiendo recientemente encima de US$275.

( B ) C l á u s u l a  v a l o r  m o n e d a  e x t r a n j e r a 218

Una de las fórmulas más comunes, para el ajuste del valor 
de una prestación es la expresión de la prestación en términos 
de una moneda extranjera. Así puede suceder que dos personas 
domiciliadas en Argentina decidan fijar el valor de una obli­
gación en dólares norteamericanos. Si el peso argentino se 
devalúa con relación al dólar al vencimiento de la obligación, el 
deudor entregará una cantidad mayor en unidades monetarias 
locales (pesos argentinos), como consecuencia de la revaluación 
del dólar. En la cláusula valor moneda extranjera, el deudor se 
libera de su obligación entregando el equivalente en moneda de 
curso legal, que corresponde al cambio para la fecha de pago.

La validez del uso de la moneda extranjera como cláusula 
de valor se ha discutido en la doctrina y jurisprudencia europea 
y latinoamericana, donde se ha considerado en algunos países, 
como contraria al orden público monetario. Así en Francia, 
hasta recientemente, la jurisprudencia sólo permitía el uso de la 
moneda extranjera para las obligaciones monetarias internacio­
nales. Prohibiendo, como un desafío y falta de confianza al 
sistema monetario nacional, el uso de la cláusula de moneda 
extranjera en los contratos estrictamente de orden interno219.

217bis. E l 2 de Octubre 1979, el oro llegó a un valor de US$414 la onza. P a ­
ralelo con el oro otros m etales como el p latino, la  p la ta  y el cobalto han 
logrado nuevos valores históricos, sobrepasando todos los aum entos en los 
precios de los m etales, los aum entos en los costos de vida.

218. E sta  subsección está  tomada de JA M ES RODNER, Obligaciones en moneda 
ex tra n je ra , páginas 21 al 28.

219. PIER R E-FR A N C O IS, D ette de valeur, pág. 101. La Jurisprudencia  F ra n ­
cesa había establecido p a ra  las obligaciones en moneda e x tra n je ra  una 
distinción en tre  con tra tos de orden in terno  y con tra tos de orden externo 
(los denominados operaciones in ternacionales), para  dar valor solamente
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El efecto fundamental de la ilicitud de las cláusulas en moneda 
extranjera para los contratos de orden interno, era prohibir el 
uso de cláusula valor moneda extranjera. Recientemente esta 
posición extrem a de la jurisprudencia francesa se ha atenuado, 
reconociendo como válidas las estipulaciones en moneda extran­
jera, cuando ésta se fija como moneda de cuenta, o sea, cuando 
el deudor se libera entregando un equivalente en francos fran­
ceses220, conservando la ilicitud de la estipulación de la moneda 
extranjera como moneda de pago en los contratos estrictamente 
de orden interno.

Una posición similar a la posición tradicional francesa, o sea, 
la de negar la validez de las estipulaciones valor en moneda 
extranjera, se adoptan en Brasil221, donde la ley expresamente 
declara como nula cualquier estipulación de pago en moneda 
que no sea la de curso legal222. La disposición de la ley de Brasil 
se lee como prohibiendo la estipulación cláusula de valor mo­
neda extranjera223. En Venezuela la estipulación ‘valor en mo­
neda extranjera” es perfectamente válida; y la Ley del Banco 
Central permite que se establezca el pago en moneda diferente 
a la moneda de curso legal (L.B.C., Artículo 79). En caso de 
estipularse pago en moneda extranjera, el deudor, salvo conve­
nio en contrario debe entregar el equivalente en moneda de 
curso legal al cambio para fecha del pago (L.B.C., Artículo 95)224.

Desde un punto de vista práctico en Venezuela, una cláusula 
valor en moneda extranjera tendrá poco valor cuando la moneda 
de referencia sea el dólar norteamericano, debido a la estabilidad 
de la paridad del bolívar con el dólar225. Sin embargo, podría

a la estipulación en moneda ex tran je ra , en los contratos de orden externo, 
KUMMEROW, El Débito Pecuniario, páginas 51 y siguientes,

220. PIERRE-FRA N CO IS, D ette  de valeur, página 101. La distinción en tre  
moneda de pago y moneda de cuenta comenzó con la sentencia Colombo 
de 1966, donde la casación consideró la fa lta  de un tra to  in ternacional 
no era  suficiente p a ra  declarar la nulidad de la cláusula moneda e x tra n je ra  
sólo se f i ja ra  como moneda de cuenta.

221. Ver KUMMEROW, El Débito Pecuniario, página 50; K unneth K rast and 
K ieth Rossen, Law and Development in L atin  America, C alifornia, 1975, 
páginas 444, 445 y  459.

222. B rasil. Decreto 23.501, del 27 de noviembre de 1935, Artículo 2.
223. KRAST, página 459, idem, KUMMEROW, pág ina 50.
224. La validez de las convenciones de valor en moneda e x tra n je ra  está  igual­

m ente confirm ada en n u estra  doctrina» KUMMEROW, ETl Débito Pecunia­
rio. Pág ina  49.

225. El bolívar tiene una paridad f ija  con el dólar norteam ericano, que para  
la fecha es de Bs. 4.30/US$. La estabilidad de esta  paridad  se está  dis­
cutiendo, predicando algunos una devaluación en el bolívar con respecto 
a l dólar norteam ericano.
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tener uso si se hace referencia a una moneda europea, donde ha 
existido recientemente fluctuaciones desfavorables al valor del 
bolívar.

( C )  C l á u s u l a s  d e  v a l o r  e s p e c i e  e n  s e n t id o  e s t r ic t o

Cláusulas de valor especie en sentido estricto incluyen 
todas las estipulaciones de valor “bien” (cosa), con excepción 
de las estipulaciones oro, y las estipulaciones moneda extranjera. 
Los tipos comunes de cláusulas de valor especie incluyen trigo, 
hierro, carbón, maíz226, y modernamente petróleo; asimismo, la 
doctrina nos refiere el uso de cláusulas valor energía eléctrica, 
valor de boletos de ferrocarril y valor naranjas227.

Nosotros distinguimos las cláusulas valor especie en sentido 
estricto de las cláusulas valor oro fundamentalmente, por el 
tratam iento especial que un número de legislaciones han dado 
a las cláusulas valor oro, limitando o excluyendo el uso de 
las mismas (ver Supra, Letra A). Este tratamiento especial del 
oro origina de la importancia que tiene el mismo en un número 
de sistemas monetarios. Sin embargo, técnicamente la cláusula 
mercadería en sentido estricto, es idéntica a la cláusula valor 
oro, así se comportan idénticamente una obligación ligada al 
valor de cierto número de gramos de oro, que la ligada al valor 
de una tonelada de carbón.

Por otro lado las cláusulas valor moneda extranjera (Supra, 
Letra B) sí se distinguen en su estructura de fondo de las cláu­
sulas especie, ya que la estipulación valor moneda extranjera 
no resta a la obligación su carácter de obligación pecuniaria228.

Las cláusulas valor especie incluyen todas aquellas que 
hagan referencia al valor de un bien determinado únicamente en 
su especie, así valor trigo, carbón, etc., igualmente, se ha hablado 
de cláusulas especies por referencias al valor de un servicio, 
así la referencia al valor de un billete de ferrocarril229. Como

226. P . CAZEAUX y TRIGO REPRESA S, Obligaciones, V. I, pág ina 801.
227. ROSSEN, P ro tecting  con tracts from  infla tion , pág ina 782.
228. Siempre que la moneda e x tra n je ra  de referencia, tenga curso legal en un 

país determ inado, la obligación será  siem pre una obligación pecuniaria. 
Ver JA M ES OTIS RODNER, Obligaciones en moneda ex tra n je ra , página 28.

229. ROSSEN, Idem.
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en toda cláusula de valor, en la cláusula especie, la referencia 
puede ser a un valor interno, o a un valor externo a la relación 
contractual (ver Supra, Sección II). Un ejemplo típico de cláu­
sula de especie interna es la cláusula en un contrato de obra 
donde el propietario se obliga a reconocer al locatario (o con­
tratista), un ajuste en base al aumento de los costos de m ateria­
les puestos en las obras o ciertos materiales, como cemento y 
arcilla. La cláusula especie externa se refiere a un valor que no 
tiene relación con la contraprestación del acreedor en el contra­
to, así un contrato de arrendamiento donde los cánones se 
ajustan de acuerdo al valor del carbón.

La legalidad de las cláusulas valor especie se fundamenta en 
la legalidad de la estipulación o cláusula de valor en general 
(Supra, Sección IV), si aceptamos, la estipulación o cláusula 
valor, no existe ninguna condición especial si esta nace de una 
estipulación valor mercadería, u otra.

En Venezuela no existe norma alguna, con la sola excep­
ción de la Ley de Reforma Agraria, que prohíba el uso de las 
cláusulas especies230. Si existen una serie de regulaciones de 
precios mínimos y máximos que abarcan una cantidad grande 
de mercaderías, sin embargo las regulaciones de precios no 
intervienen para anular, o afectar la validez de las cláusulas 
especies. Así si el estado regula el precio del sorgo, no significa 
que las partes de un contrato no pueden usar el sorgo como 
valor de referencia, la regulación sólo tiene como efecto fijar 
el valor de la especie de referencia por medio de un precio oficial 
en lugar de un precio de mercado.

230. V er supra, sección IV, (c ).


